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GLOSARIO 
Violencia: es el tipo de interacción humana que se manifiesta en aquellas 
conductas o situaciones que, de forma deliberada, aprendida o imitada, 
provocan o amenazan con hacer daño o sometimiento grave (físico, sexual o 
psicológico) a un individuo o una colectividad; o los afectan de tal manera que 
limitan sus potencialidades presentes o las futuras. 
Violencia Sexual. Hace referencia al acto de coacción hacia una persona con el 
objeto de que lleve a cabo una determinada conducta sexual. 
Salud Mental. Es, en términos generales, el estado de equilibrio entre una 
persona y su entorno socio-cultural que garantiza su participación laboral, 
intelectual y de relaciones para alcanzar un bienestar y calidad de vida. 
Salud Sexual. Es definida por la Organización Mundial de la Salud (OMS) como 
"un estado de bienestar físico, emocional, mental y social relacionado con la 
sexualidad; la cual no es solamente la ausencia de enfermedad, disfunción o 
incapacidad. 
Salud Física. La salud física es la condición general de las personas en todos 
los aspectos. 
Derechos Humanos. Son derechos inherentes a todos los seres humanos, sin 
distinción alguna de nacionalidad, lugar de residencia, sexo, origen nacional o 
étnico, color, religión, lengua, o cualquier otra condición. 
Mujeres. Es la persona del sexo femenino 
Modelo. Representación que se sigue como pauta en la realización de algo 
Políticas Públicas. Son las respuestas que el Estado puede dar a las demandas 
de la sociedad, en forma de normas, instituciones, prestaciones, bienes 
públicos o servicios. 
Conflicto Armado. Cualquier enfrentamiento armado entre personas de una 
nación causado por desigualdades entre las diferentes regiones de un país, en 
las que participa el gobierno y tropas revolucionarias, principalmente guerrillas. 
Comportamiento. Es la manera de proceder que tienen las personas u 
organismos, en relación con su entorno o mundo de estímulos. 
Socialización. Es un proceso por el cual el individuo acoge los elementos 
socioculturales de su ambiente y los integra a su personalidad para adaptarse 
en la sociedad. 
Restablecimiento. Acción de recuperar la salud una persona tras haber estado 
enferma o haber sufrido alguna dolencia. 
Autonomía. Es la capacidad de tomar decisiones sin intervención ajena. 
Impunidad. Es una excepción de castigo o escape de la multa que implica una 
falta o delito. 
Agresiones. Es una conducta hostil o destructiva cuya finalidad es provocar un 
daño a otro. 
Palabras Claves 
Violencia, Violencia sexual, Salud mental, Salud sexual, Salud física, Derechos 
humanos, Mujeres, Modelo, Políticas públicas, Política, Conflicto armado, 
Funcionamiento social, Comportamiento, Socialización, Restablecimiento, 
Autonomía, Impunidad, Agresiones. 
Abstract 
Sexual violence in Colombia has become a real public health problem. This 
type of violence is associated with multiple factors, while there is a sort of 
exhaustion of the item without definitive answers about the nature and causes 
of the problem have been given yet. Sexual and gender-based violence is a 
violation of rights to life, health, freedom, integrity, sexual education, dignity, 
autonomy, integrity and personal liberty, whose owners are ah l citizens and the 
guarantor of those rights by the Colombian State. 
It is an offense under international criminal law into national criminal law 
articulated through the Constitution. It is a crime in which demand is 
characterized by difficulty and / or no access of victims to justice , either for lack 
of guarantees to denounce the no confidence in justice or by the will and the 
inability of both the lack of economic and human rights of victims to access it. 
La violencia sexual en Colombia se ha constituido en un verdadero problema 
de salud pública. Este tipo de violencia está asociada con múltiples factores, al 
mismo tiempo que existe una suerte de agotamiento del tema sin haberse dado 
aún respuestas definitivas sobre la naturaleza y las causas del problema. La 
violencia sexual y de género es una violación de los derechos a la vida, salud, 
la libertad, integridad, formación sexual, dignidad, autonomía, integridad y 
libertad personal, cuyos titulares son todos los ciudadanos y el garante de esos 
derechos el Estado Colombiano. 
Es un delito contemplado por el Derecho Penal Internacional articulado al 
Derecho Penal interno a través de la Constitución Política. Es un delito en que 
la demanda se caracteriza por la dificultad y/o el no acceso por parte de las 
víctimas a la justicia, ya sea por falta de garantías para denunciar, la no 
confianza en la justicia o por la voluntad y la incapacidad tanto económica 
como el desconocimiento de los Derechos Humanos de las víctimas para 
acceder a ella. 
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La violencia sexual está presente en todas las relaciones o actos no 
consentidos por la persona sea hombre o mujer, y se concretiza utilizando la 
fuerza, la coacción física o psicológica, aprovechamiento de las condiciones de 
indefensión, desigualdad y poder entre víctima y agresor, este tipo de violencia 
afecta la salud mental que se define "como un estado dinámico que se expresa 
en la vida cotidiana a través del comportamiento y la interacción de manera tal 
que permite a los sujetos individuales y colectivos desplegar sus recursos 
emocionales, cognitivos y mentales para transitar por la vida cotidiana, para 
trabajar, para establecer relaciones significativas y para contribuir a la 
comunidad". En términos generales la Salud mental es el estado de equilibrio 
entre una persona y su entorno socio-cultural que garantiza su participación 
laboral, intelectual y de relaciones para alcanzar un bienestar y calidad de vida. 
Una vez ocurrido el evento traumático sus consecuencias sicológicas 
negativas pueden prolongarse a lo largo de la vida de la persona, las víctimas 
de este tipo de abusos suelen descubrir sentimientos de temor, odio, 
vergüenza, sub valoración, culpa, asco, tristeza, desconfianza, aislamiento, 
marginamiento y ansiedadl. 
El marco de protección que existe hoy para las mujeres víctimas de este 
delito, se encuentra ampliamente establecido en normas de carácter nacional 
e internacional que garantiza el respeto y cumplimiento de los derechos 
humanos. 
Impacto de Violencia Sexual en la Salud Mental de las víctimas en Bucaramanga-Colombia 
Rev.Colombia Psiquiat. Vol. 37 2.008 
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2. JUSTIFICACIÓN 
Las mujeres tienen derecho a disfrutar del más alto nivel de salud física y 
mental, y el Estado debe garantizarles el acceso a los servicios que protejan 
plenamente este derecho. El derecho de las mujeres a gozar del más alto nivel 
de salud física y mental requiere especial atención a la protección de su salud 
sexual y reproductiva, toda clase de violencia hacia la mujer son expresión de 
la ineficiencia y falta de equidad de los servicios de salud; los cuales 
representan una carga inmensa para las mujeres que se ven privadas del 
derecho a plantear su propio desarrollo en condiciones de autonomía, la 
evidencia científica actual demuestra que la violencia sexual contrae, en 
general, consecuencias desfavorables para la salud emocional de las mujeres. 
El impacto de la violencia sexual, así como el de otras experiencias 
potencialmente traumáticas, está mediado por factores neurobiológicos 
individuales, la historia y circunstancias de la persona y su manera de afrontar 
las crisis. 
Por otro lado, la no asistencia o la mala atención a la mujer víctima de 
violencia sexual pueden contribuir significativamente a no resolver las crisis, 
por lo tanto se somete a las mujeres a un alto riesgo de depresión. 
"la Salud es un concepto amplio, probablemente todas y todos tenemos una 
idea propia de lo que significa "gozar de buena salud". Sin embargo, para los 
Estados, la obligación de proporcionar salud a los ciudadanos incluye dar la 
atención oportuna y adecuada de la salud física y mental y de los 
determinantes que le subyacen, así como proporcionar establecimientos de 
prestación sanitaria, los bienes, los insumos y los servicios que permitan 
acceder al más alto nivel posible de salud, los cuales deben ser accesibles, de 
buena calidad y estar ampliamente disponibles. Otros elementos importantes 
del derecho a la salud son la no discriminación y la igualdad de trato, de modo 
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que las dimensiones físicas y mentales así como los determinantes de la salud 
de hombres y mujeres deben ser atendidos por igual. 2(Modelo de Atención en 
Salud Mental, Miguel Hidalgo, México) ahora la Resolución 49.25 de la 
Asamblea Mundial de la Salud, la cual proclama que la violencia es un tema de 
salud pública, se ha incluido en la carpeta de información. Además se ha 
incorporado información sobre otras convenciones, pactos y declaraciones 
internacionales que reconocen la violencia contra la mujer como un tema de 
salud y de derechos humanos y exhortan a la acción. Unidad de Salud de la 
Mujer, 3 Organización Mundial de la Salud (OMS). 
"Una Política Nacional de Salud Mental debe ser una política pública que 
apunte a reducir la carga que representan los trastornos mentales en la salud 
de la población y sus consecuencias en el desarrollo social, así como mejorar 
las capacidades del Estado, las instituciones y la sociedad en general para 
afrontar la problemática, dentro del contexto del Sistema de Protección Social y 
el Sistema General de Seguridad Social en Salud".4 
(Tomado de http://www.minproteccionsocial.gov.co) 
El departamento del Magdalena Está situado en el norte de la Republica de 
Colombia, en la región de la llanura del Caribe, con una población de 1.406.126 
habitantes, su capital Santa Marta está localizado a 1280 kilómetros de 
distancia de Bogotá, con una población aproximada de 454.860 habitantes 
según la proyección del Dane 2.005. La ciudad de Santa Marta durante varias 
décadas ha sido objeto de la violencia, ha padecido por el tema del 
paramilitarismo. La confrontación armada generó el desconocimiento 
sistemático y extendido de numerosas violaciones de derechos fundamentales 
de la población civil, durante su accionar delictivo, se ejecutó un sin número 
actos de violencia sexual contra las mujeres, en especial aquellas que 
habitaban en comunidades rurales y remotas de la ciudad, concretamente en la 
parte alta de los corregimientos de Guachaca, Minca y Bonda, quienes por la 
2 Modelo de Atención en Salud Mental, Miguel Hidalgo, México.www.Google.com 
 
3 Organización Mundial de la Salud (OMS). www.Google.com  
4 Ministerio de Protección Social www.minproteccionsocial.gov.co  
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misma situación del conflicto armado se hacían particularmente vulnerable a la 
violencia. Las pocas denuncias se ven reflejadas en la impunidad en que se 
encuentran los casos de violencia sexual en la Región Caribe, que obedecen 
a varios tipos de obstáculos que enfrentan las mujeres y la administración de 
justicia para denunciar y judicializar adecuadamente los hechos de violencia 
sexual, la prolongada confrontación armada en Colombia ha generado que la 
violencia de género se agudice constituyéndose como un arma de guerra, ya 
que según las organizaciones gubernamentales, las agresiones sexuales en 
contra de las mujeres, les permitió a los grupos organizados alcanzar objetivos 
militares, obtener control territorial y ventajas sobre el enemigo y además 
dichos actos también lo ejercían como una forma de evidenciar su poder militar 
en la zona en donde operaban. 
Según la encuesta Nacional de Demografía y Salud las mujeres víctimas de 
violación sexual en el marco del conflicto armado no acudieron a ninguna 
institución para denunciar la agresión, por la presencia que ejercían aún los 
actores armados en la región y el miedo a las represalias que pudieran tomar 
contra sus familias, la desconfianza en las acciones de las autoridades y el 
temor al ser señaladas por la comunidad por causa de la agresión padecida 
con la consecuente estigmatización. Con la entrada en vigencia de la Ley 975 
de 2.005, que permitió la desmovilización de los grupos paramilitares y el 
sometimiento de sus miembros al procedimiento de la Ley de Justicia y Paz, 
se ha logrado una progresiva visibilízación de estos hechos gracias a la 
intervención de las Unidades de Fiscalías de Justicia y Paz y organizaciones 
no gubernamentales de defensa de derechos humanos, que han promovido en 
las mujeres el conocimiento de sus derechos, lo cual ha permitido identificar 
una variable de por lo menos 50 casos de mujeres víctimas de violencia sexual 
en la ciudad de Santa Marta. Es clara la necesidad de nuevas investigaciones 
sobre la conexión entre los aspectos de derechos humanos, jurídicos y 
económicos y las dimensiones de salud pública de la violencia. 
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Por eso y con la certeza que la violencia sexual entraña la violación de los 
derechos humanos y en particular de los derechos humanos de las mujeres, el 
Estado está en la obligación de garantizarles el acceso a los servicios que le 
permitan el restablecimiento pleno de sus derechos y el disfrute del más alto 
nivel de salud física y mental. En ese sentido el derecho a la salud desde el 
punto de vista normativo en el orden interno, está reconocido por el artículo 49 
de la Constitución Política y si bien dentro del texto constitucional no se 
encuentra concebido como un derecho fundamental, la Corte Constitucional 
mediante Sentencia C-1204 del 14 de septiembre de 2.000, con ponencia del 
Magistrado Alejandro Martínez Caballero, le otorga ese carácter, por conexión 
al derecho a la vida. De igual manera nuestra Constitución Política, confiere 
una fuerza especial a los tratados de Derechos Humanos y de Derecho 
Internacional Humanitario e introdujo normas constitucionales que le han 
permitido al Estado Colombiano incorporar en el orden interno instrumentos 
internacionales de los Derechos Humanos y Derecho Internacional 
Humanitario. Las disposiciones constitucionales que confieren esa fuerza 
jurídica son el inciso 4 del artículo 93 y numeral 2 del artículo 214. Desde la 
base de la normativa internacional acerca del derecho a la vida y a la salud 
integral, y la importancia de la salud mental tenemos que: 
En el orden interno es importante contar con una ley que logre ampliar y 
hacer real el derecho a la salud mental, tanto de quienes padecen algún tipo de 
afectación como de quienes aún no lo tienen, mediante acciones de prevención 
y promoción de la salud mental que impacten de manera positiva su calidad de 
vida. En tal sentido la nueva Ley en Colombia de Salud Mental (1616 de 2013) 
define la salud mental "como un estado dinámico que se expresa en la vida 
cotidiana a través del comportamiento y la interacción de manera tal que 
permite a los sujetos individuales y colectivos desplegar sus recursos 
emocionales, cognitivos y mentales para transitar por la vida cotidiana, para 
trabajar, para establecer relaciones significativas y para contribuir a la 
comunidad". 
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El orden interno a través de la interpretación conferida por el artículo 93, 
también se ha valido de la noción del bloque de constitucionalidad que ha 
permitido que los convenios que reconocen derechos humanos tengan fuerza 
material constitucional aunque no aparezcan literalmente en el texto de la 
Constitución. 
Se tiene que los instrumentos internacionales de protección a los Derechos 
Humanos, que reconocen el derecho a la salud pública, y que de acuerdo a lo 
explicado se encuentran incorporados en nuestro ordenamiento interno son los 
siguientes: 
Carta Internacional De Derechos Humanos, Declaración Universal De 
Derechos Humanos. Aprobada y proclamada por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas en Resolución 217A 10 de diciembre de 1.948. En su artículo 
25 recoge lo siguiente: 
Artículo 25. Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le 
asegure, así como su familia, la salud y el bienestar 
 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Firmado y 
suscrito el 16 de diciembre de 1.996 y entrado en vigor el 3 de enero de 1.976. 
En su artículo 12 prescribe: 
Artículo 12. 1. Los Estados partes en el presente pacto reconocen el derecho 
de toda persona al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental. 
Declaración Sobre La Eliminación De La Violencia Contra La Mujer Proclamada 
Por La Asamblea General En La Resolución 4E11104 del 20 de Diciembre de 
1.993. Señala lo siguiente: 
"La violencia contra la mujer constituye una violación de los Derechos 
Humanos y las libertades fundamentales e impiden total o parcialmente a la 
mujer de gozar de dichos derechos y libertades". 
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Artículo 3. La mujer tiene derecho en condiciones de igualdad y goce y la 
protección de todos los Derechos Humanos y libertades fundamentales en las 
esferas políticas, económica, social, cultural y cualquiera otra índole y entre 
estos derechos figuran: 
.f. El derecho al mayor grado de salud física y mental que se pueda alcanzar. 
Conferencia Mundial y Asamblea General Dedicada Al Milenio- Declaración y 
Programa de Acción De Viena-Aprobada Por La Conferencia Mundial De 
Derechos Humanos En Viena El 25 De Junio De 1.993. En su numeral 41 se 
refiere a lo siguiente: 
41. La Conferencia Mundial de los Derechos Humanos reconoce la importancia 
del disfrute a la mujer del más alto nivel de salud física y mental durante toda 
su vida. En el contexto de la Conferencia Mundial sobre la mujer y la 
convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra 
la mujer, así como de la proclamación de Teherán de 1.968, la conferencia 
reafirma sobre la base de la igualdad entre hombres y mujeres, el derecho a la 
mujer a tener acceso a una atención de salud adecuada y a la más amplia 
gama de servicios de planificación familiar. 
Convención de Belem do para del 9 de junio de 1.994 de Brasil. Aprobada en 
Colombia mediante la ley 248 de 1.995. 
También denominada Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y 
Erradicar la Violencia contra la mujer, donde además de adelantar un concepto 
sobre la violencia de género, reconoce la relación existente entre esta y la 
discriminación, en tanto es producto de las relaciones de poder históricamente 
desiguales entre mujeres y hombres. 
Por tal razón en el auto 092 la Corte Constitucional señaló que la violación 
sexual además de constituir una situación generalizada también se podía 
concretar en: 
18 
"... (a) Actos de violencia sexual perpetrados como parte integrante de 
operaciones violentas de mayor envergadura- tales como masacres, tomas, 
pillajes y destrucciones de poblados, cometidos contra las mujeres, jóvenes, 
niñas y adultas de la localidad afectada, por parte de los integrantes de grupos 
armados al margen de la ley. 
Actos deliberados de violencia sexual cometidos ya no en el marco de 
acciones violentas de mayor alcance, sino individual y premeditadamente por 
los miembros de todos los grupos armados que toman parte en el conflicto, que 
en sí mismos forman parte (i) de estrategias bélicas enfocadas en el 
amedrentamiento de la población, (ii) de retaliación contra los auxiliadores 
reales o presuntos del bando enemigo a través del ejercicio de la violencia 
contra las mujeres de sus familias o comunidades, (iii) de retaliación contra las 
mujeres acusadas de ser colaboradoras o informantes de alguno de los grupos 
armados enfrentados, (iv) de avance en el control territorial y de recursos, (v) 
de coacción para diversos propósitos en el marco de las estrategias de avance 
de los grupos armados, (vi) de obtención de información mediante el secuestro 
y sometimiento sexual de las víctimas, o (vii) de simple ferocidad. 
La violencia sexual contra mujeres señaladas de tener relaciones familiares 
o afectivas (reales o presuntas) con un miembro o colaborador de alguno de los 
actores armados legales e ilegales, por parte de sus bandos enemigos, en 
tanto forma de retaliación y de amedrentamiento de sus comunidades. 
La violencia sexual contra las mujeres, jóvenes y niñas que son reclutadas 
por los grupos armados al margen de la ley, violencia sexual que incluye en 
forma reiterada y sistemática: (i) la violación, (ii) la planificación reproductiva 
forzada, (iii) la esclavización y explotación sexuales, (iv) la prostitución forzada, 
(v) el abuso sexual, (vi) la esclavización sexual por parte de los jefes o 
comandantes, (vii) el embarazo forzado, (viii) el aborto forzado y (ix) el contagio 
de infecciones de transmisión sexual. 
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El sometimiento de las mujeres, jóvenes y niñas civiles a violaciones, 
abusos y acosos sexuales individuales o colectivos por parte de los miembros 
de los grupos armados que operan en su región con el propósito de obtener 
éstos su propio placer sexual. 
Actos de violencia sexual contra las mujeres civiles que quebrantan con su 
comportamiento público o privado los códigos sociales de conducta impuestos 
de facto por los grupos armados al margen de la ley en amplias extensiones del 
territorio nacional. 
'11k 41  " k---4 
Actos de violencia sexual contra mujeres que• forman parte de 
organizaciones sociales, comunitarias o políticas o que se desempeñan como 
líderes o promotoras de Derechos Humanos, o contra mujeres miembros de 
sus familias, en tanto forma de retaliación, represión y silenciamiento de sus 
actividades por parte de los actores armados. 
Casos de prostitución forzada y esclavización sexual de mujeres civiles, 
perpetrados por miembros de los grupos armados al margen de la ley. 
Amenazas de cometer los actos anteriormente enlistados, o atrocidades 
semejantes." 
Se puede observar que el Derecho Internacional Humanitario no ha 
reconocido en toda su extensión la problemática de la violencia sexual en los 
conflictos armados a pesar de prohibirlos como método de estrategia militar. En 
este sentido no lo contempla como crimen de guerra autónomo si no que se 
catalogan como "ataques al honor personal o la dignidad humana. 
Por otra parte, el Estatuto de Roma si lo contempla dentro de su legislación 
y pudieron ser acogidos por Tribunales Penales Internacionales mixtos como el 
de Sierra Leona. 
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La primera tipificación de la violencia sexual en el campo internacional se 
dio gracias a la jurisprudencia de los Tribunales Penales Internacionales Ad 
Hoc para ex Yugoslavia y Ruanda, así como en la redacción final del Estatuto 
de Roma. En un principio eran considerados ilícitos internacionales por lo tanto 
su comisión no generaba responsabilidad penal internacional en el individuo. 
Tampoco se tipificó como delito en el derecho de guerra y Derecho 
Internacional Humanitario, este no aparecía en los estatutos de Núremberg y 
Tokio como un delito autónomo sino incluida en la cláusula "otros actos 
inhumanos", cambiando esto a partir de los años 90 con las jurisprudencias de 
tribunales ad hoc y el Estatuto de Roma. 
Los Tribunales Ad Hoc dentro de su jurisprudencia condenaron la violación 
sexual como crímenes contra la humanidad, crímenes de guerra y genocidio. 
Esto Tribunales a falta de tipificación configuraron las violaciones sexuales 
como posibles genocidio si se realizaban con la intención de destruir total o 
parcialmente a un grupo protegido. En el Estatuto de Roma el art. 7 regula los 
crímenes de lesa humanidad y en ellos se encuentra la violencia sexual, al ser 
estos crímenes de lesa humanidad se debe entender que cada conducta debe 
ser parte de un ataque sistemático y generalizado contra una población civil. 
Así el carácter sistemático hace referencia a cuatro elementos, esto es: 
La existencia de un objeto de carácter político, de un plan o de una ideología 
para destruir perseguir o debilitar a una comunidad. 
La perpetración de un acto criminal de gran amplitud contra un grupo de 
civiles o la comisión repetida y continua de actos inhumanos con un vínculo 
entre ellos; la preparación y el uso de medios y recursos públicos o privados 
significativos, ya sean de carácter militar o de cualquier otra naturaleza. 
La implicación de las autoridades políticas o/y militares de alto nivel (no 
necesariamente estatal) en la descripción o el establecimiento del diseño de un 
método que permita el desarrollo de actividades criminales. 
21 
Para eliminar las dificultades de las víctimas de violencia sexual en el 
acceso a la justicia, el Estado debe promover la aplicación plena de los 
convenios relacionados con la eliminación de toda forma de violencia y 
discriminación contra la mujer; velar por la efectiva aplicación de las leyes que 
favorecen a la mujer; crear espacios para sensibilizar y concientizar a la 
sociedad sobre la existencia de violencia de género y sus consecuencias. 
También se debe capacitar a los funcionarios estatales para que puedan 
afrontar su función con respeto y consideración a la víctima. 
La Constitución de 1991 da paso a la aplicación del Derecho Internacional 
en el ámbito interno, gracias a la relación armónica y el equilibrio que existe 
entre los derechos constitucionales y los derechos humanos. Teniendo en 
cuenta que la violencia de género se da en tiempo de guerra o de paz, es 
necesario tratar el tema de violencia de género en el conflicto armado debido a 
que es en estos tiempos donde la violencia se exacerba, profundiza y agrava, 
siendo este hecho notorio en el conflicto armado colombiano. 
En el tema de la aplicación del Derecho Internacional en el derecho interno, 
encontramos que la Constitución confiere una fuerza especial a los tratados de 
derechos humanos, este trato privilegiado se justifica porque se sitúa a los 
derechos humanos en la cúspide del Derecho Internacional e interno igualando 
a los derechos constitucionales y fundamentales. También se justifica en que 
los convenios internacionales de derechos humanos se dirigen a la protección 
de la dignidad humana. Entendiendo que los derechos humano es un asunto 
que preocupa a la comunidad internacional estableciéndose mecanismos para 
su protección. Por lo tanto los Estados no pueden invocar su soberanía interna 
debido a que tienen la obligación internacional de respetarlos. 
La Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la 
violencia contra la mujer o Convención de Belem do Para del 9 de junio de 
1.994 aprobada por el Estado Colombiano mediante la Ley 248 de 1.995, es un 
instrumento internacional que protege a la mujer y señala, también, las 
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condiciones que motivan su especial protección. Esta Convención no es de 
aplicación especial en tiempos de conflictos armados, sino de manera general, 
pero sus cláusulas imponen la necesidad de reforzar la protección a la mujer en 
las situaciones en las que su vulnerabilidad se pueda ver aumentada, como es 
el caso de los conflictos armados. 
Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación 
contra la mujer CEDAW adoptada por la asamblea de la ONU. 
Para eliminar las dificultades de las víctimas de violencia sexual en el 
acceso a la justicia, el Estado debe promover la aplicación plena de los 
convenios relacionados con la eliminación de toda forma de violencia y 
discriminación contra la mujer; velar por la efectiva aplicación de las leyes que 
favorecen a la mujer; crear espacios para sensibilizar y concientizar a la 
sociedad sobre la existencia de violencia de género y sus consecuencias. 
También debe capacitar a los funcionarios estatales para que puedan afrontar 
su función con respeto y consideración a la víctima. 
Vista así las cosas, tenemos que el problema de la violencia contra la mujer 
es enorme y preocupante. No hay respuestas fáciles. El sector de la salud no 
puede resolverlo por sí solo. Pero la sensibilidad y el compromiso pueden 
empezar a marcar una diferencia. Lo que se pretende es trabajar por la 
prevención y protección de los derechos humanos de las mujeres, al proceso 
de elaboración del Protocolo regional que defina, un entorno específico, los 
procedimientos que deben seguirse para identificar y responder 
apropiadamente a las víctimas de violencia sexual. La meta máxima de esta 
investigación es generar nuevos datos sobre la prevalencia, los factores 
determinantes y los factores de riesgo y protectores relacionados, al igual que 
las consecuencias sobre la salud mental que tiene la violencia contra la mujer. 
Procura además: fortalecer la capacidad local de las entidades encargadas de 
la atención y judicialización de los casos de violencia sexual; crear y poner a 
prueba nuevos instrumentos para la atención de la violencia sexual cometidas 
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a las mujeres y sus consecuencias, como el trauma mental/ emocional en 
diferentes culturas; y promover un modelo de atención que atienda las 
necesidades de la mujer víctima y valore la experiencia de los grupos de 
mujeres que trabajan en el tema. 
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3. DESCRIPCIÓN DEL PROBLEMA 
En el Distrito de Santa Marta, operaron los grupos de autodefensas, desde 
la década de los años ochenta, hasta el año 2.006, cuando se produjo su 
desmovilización. Debido a su accionar se generaron hechos victimizantes, 
como desplazamientos forzados, homicidios selectivos, desapariciones 
forzadas y actos de violencia sexual contra las mujeres, en especial aquellas 
que habitaban en comunidades rurales y remotas de la ciudad, concretamente 
en la parte alta de los corregimientos de Guachaca, Minca y Bonda, quienes 
por la misma situación del conflicto armado se hacían particularmente 
vulnerable a la violencia. Diversos estudios han planteado que la violencia 
sexual genera no solo una agresión física sino también una afectación mental. 
En este sentido y a pesar de la relevancia que tienen estos casos, no 
existe una política efectiva de atención que propenda por el restablecimiento 
de su salud mental. Hay carencia de centros especializados con espacios 
físicos adecuados. Insuficiencia de personal idóneo y capacitado en la zona 
para atender a las víctimas con estas afectaciones. No existen organizaciones 
que se dediquen a prestarle atención exclusiva. No hay claridad entre las 
instituciones sobre la competencia y prestación de los servicios que demandan 
su atención. Falta de información que permita conocer de manera integral este 
fenómeno, por la carencia de cifras concretas sobre el número total de 
víctimas. Falta de diligencia de las autoridades judiciales para investigar estos 
casos, por la indiferencia de los funcionarios estatales, lo cual facilita la 
impunidad e impide en buena medida conocer su magnitud. No existe una ruta 
disponible y efectiva que les permita acceder de manera fácil a los servicios. 
Falta de promoción sobre el conocimiento y aplicación de los instrumentos 




4.1 Objetivo General 
Desarrollar un modelo de atención de la ruta jurídica en la salud mental de 
las mujeres víctimas de Violencia Sexual en la Región Caribe, con el propósito 
de obtener un tratamiento sic,oterapéutic,o y el restablecimiento de los 
derechos de las mujeres que le permita tener un trato digno, obtener cambios 
en su bienestar y una calidad de vida. 
4.2 Objetivos Específicos 
Realizar un diagnóstico sobre la efectividad de los procesos jurídicos, su 
estado actual y la salud mental de las mujeres víctimas de violencia 
sexual. 
Implementar y divulgar un modelo de ayuda psicosocial (jurídico y 
psicológico) para el restablecimiento del derecho a la salud mental de 
las mujeres víctimas de violencia sexual 
). Capacitar y Fortalecer las Organizaciones Sociales e instituciones en 
las rutas de atención y seguimiento psicojurídico a víctimas de 
Violencia Sexual. 
Crear alianzas estratégicas de corresponsabilidad con las instituciones y 
organizaciones encargadas de atención a víctimas para garantizar el 
acceso a la justicia y Socializar la efectividad de los procesos y el 




La delimitación espacial se realizará en el Departamento del Magdalena en 
la Ciudad de Santa Marta, Corregimientos de Minca, Bonda y Guachaca, 
Región Caribe. 
Santa Marta Distrito Turístico, Cultural e Histórico. Es la capital del 
departamento de Magdalena y tercer centro urbano de importancia de la 
Región Caribe después de Barranquilla y Cartagena. La Sierra Nevada por sus 
características geográficas y ubicación estratégica constituye un importante 
escenario para la disputa territorial entre los actores armados ilegales. 
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6. ENTIDADES PARTICIPANTES 
Públicas 
Secretaría Departamental de Salud 
Secretaría Distrital de Salud 
Secretaría de Gobierno 




Unidad para la Justicia y la Paz 
Entidades Privadas 
EPS 
6.1 Población Objetivo 
Beneficiarios Directos  
Unidad de Atención para las 
Víctimas 
Hospitales y Centros de Salud 
Organizaciones Sociales- DH 
Policía Nacional 
Instituto de Medicina Legal 
Se trabajará con un piloto de cuarenta (40) mujeres víctimas de 
violencia sexual en el marco del conflicto armado en el 
departamento del Magdalena, municipio de Santa Marta (Región 
Caribe). 
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1 Entidades y funcionarios 
atención de casos como: 
Defensoría del Pueblo 
Personería 
Procuraduría 
Unidad Nacional para la Justicia y la Paz 
Unidad de Atención para las Víctimas 
Policía Nacional 
Instituto de Medicina Legal 
Organizaciones Sociales- DH 
encargados de la judicialización 
Beneficiarios indirectos 
Perjudicados ¡Excluidos. Acciones de mitigación 
v Entidades y funcionarios encargados de la atención en salud 
como: 
Secretaría Departamental de Salud 
Secretaría Distrital de Salud 
Secretaría de Gobierno 
ICBF 
Hospitales y Centros de Salud 
Organizaciones Sociales- DH 
Instituto de Medicina Legal 
Oponentes. Acciones de mitigación 
Y 
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7. OBJETIVOS DE LA PROPUESTA Y RESULTADOS ESPERADO 
Se espera que las recomendaciones y propuesta de lineamientos de 
política criminal y política pública producidos por el proyecto brinden 
acompañamiento jurídico y sicosocial a las víctimas, siendo un insumo 
estratégico para las instancias de gobierno en política criminal y salud pública 
(promoción de los derechos de la mujer puntualizando la Vida libre de 
violencia, agresión física, tratos crueles etc. 
Ri: Diagnóstico y estructura del origen del problema del derecho a la salud 
mental en mujeres víctimas de violencia sexual; se diagnosticará la situación 
socialmente problemática, análisis del contexto, y recomendaciones de actores 
principales tales como (victimas, funcionarios, autoridades locales y demás). 
Se espera que se integre una política criminal para la judicialización de 
crímenes sexuales y un tema de salud pública que impulse la adecuación de 
las capacidades institucionales locales, departamentales y nacionales para 
ejecutarlos. 
R2: documento de propuesta de lineamientos en política pública; que incluye la 
formulación de la política criminal y salud publica en el municipio de Santa 
Marta. 
Se espera que el proyecto impacte en las capacidades de los funcionarios 
en el abordaje de estos casos y empoderar a la víctima como sujeto de 
derecho, sujeto colectivo, para que sea un actor principal en el proceso judicial. 
(Tratar de que se adopte a nivel local medidas y protocolos que erradican todo 
tipo de violencia en contra de la mujer como medio de defensa de los derechos 
humanos de las mismas). 
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R3. Herramientas y acciones para la atención de los casos de salud mental en 
mujeres víctimas de violencia sexual; acompañamiento sicosocial, 
acompañamiento Sico jurídico, capacitación a víctimas, diseño material 
pedagógico. 
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8. Descripción De Las Actividades 
Levantamiento de información a través de elaboración de encuestas 
y entrevistas (40) audio documentales y videos. 
Análisis de la información. 
Realizar mesas de trabajo y socializaciones con las organizaciones 
de la sociedad civil e instituciones, donde se examine con 
perspectiva de género la normatividad vigente, las reformas 
legislativas pertinentes. 
Articular y concertar visitas, reuniones de manera interinstitucional a 
manera de socializar folletos explicativos de la ruta de atención de 
salud mental y jurídica. 
8.1 Cronograma de Actividades. 
ACTIVIDADES 




Audio documentales del 
análisis de la 
información. 
Videos y promoción 
15 10 2014 6 meses 
15 03 2015 6 meses 
16 09 2015 5 mese 




alianzas y redes) 
16 05 2016 6 meses 
PARA R3 17 10 2016 6 meses 
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Duración Total De Ejecución Del Proyecto (Las fechas de inicio y culminación 
con el siguiente formato (año / mes / día) 
Fecha de 15 10 14 
Fecha de fin: 
17 10 16 
Recorrido 
interinstitucional en la 
presentación del 




organizaciones de la 
sociedad civil y víctimas. 
Para R3 
La ejecución de este 
proyecto piloto se hará 
en el departamento del 
Magdalena Colombia, 
que consiste en 
evidenciar la ineficiencia 
en la ruta de atención y 
de información que 
ayude a erradicar la 
violencia contra la 
mujer.( violencia basada 
en género, violencia 
sexual) 




8.2 Estratégias De Ejecución 
Con el objeto de poder mejorar la participación de la ciudadanía y las entidades 
con el asunto se desarrollaran las siguientes estrategias teniendo en cuenta 
tres grandes aspectos como son la Prevención de la violencia, Mejora de la 
prestación de los servicios 
Fortalecimiento de la respuesta institucional: 
Para aumentar la sensibilización ciudadana convocando mediante 
campañas informativas o talleres con periodistas para que conozcan la 
problemática y de esta forma garantizar un mayor conocimiento de la 
opinión pública sobre el tema. 
Elaborar un taller de sensibilización con el objeto de socializar el tema 
convocando una alianza estratégica de la salud mental. 
Crear una articulación o alianza con el Programa de Derecho de la 
Universidad del Magdalena con estudiantes que permitan aplicar en 
terreno el programa piloto. 
8.3 Viabilidad / sostenibilidad. Factores de calidad de/proyecto y forma de 
transferencia prevista 
Fortalecer el seguimiento a la ruta de atención en salud mental a mujeres 
víctimas de violencia sexual, como las organizaciones de la sociedad civil, 
defensoras de los derechos humanos como la Red de Mujeres del Caribe y 
la Alianza Iniciativa de Mujeres Colombianas por la Paz "IMP". 
Talleres de fortalecimiento de las organizaciones de la sociedad civil: Red de 





Estigmatización por parte de la sociedad 
Desconocimiento del tema 
Falta de solidaridad 
Falta de compromiso en la asistencia de funcionarios y organizaciones sociales 
en las convocatorias. 
Falta de incidencia política 
Falta de ejecución y sostenibilidad en la entidades locales de atención 
Crear una asociación de víctimas que esté articulada con la Red de Mujeres y 
la Alianza Iniciativa de Mujeres Colombianas por la Paz. 
8.4 CONDICIONANTES / Factores Externos 
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9. Matriz de Planificación del Proyecto — MPP — 
Nombre del Proyecto 
Fecha de Ejecución (Inicio — finalización) 





Desarrollar un modelo 
de atención de la ruta 
jurídica y salud mental 
para mujeres víctimas 
de Violencia Sexual en 
la Región Caribe 
Número de víctimas 
denunciantes de 
delitos basados en 
género 
participantes (40). 




inconformidad en la 
atención y solución 
a su problema 
participantes (40). 
Número de las 
mujeres víctimas de 
violencia sexual que 
no hacen parte de la 
ruta de 
acompañamiento 
psicosocial y Sico 
jurídico. 






Acta de reuniones 





expedida por la 
entidad 
competente. 
Copia de los 
audíos realizados 


































Falta de ejecución 





para la atención en 
salud mental a las 
víctimas de 




la sociedad civil y 




Distrital y Municipal. 
Folletos de 
publicación con la 
ruta (500). 
Objetivo Específico 
Realizar un diagnóstico 
sobre la efectividad de 
los procesos jurídicos, 
su estado actual y la 
salud mental de las 
mujeres víctimas de 
violencia sexual 





criminal y de 
40 entrevistas a 
mujeres víctimas y 
funcionarios que 
atienden las 










sujeto de derecho 
en el tema de la 
judicialización. 




























parte de la sociedad 
Desconocimiento del 
tema 
Falta de solidaridad 
Falta de compromiso 
la asistencia de 
funcionarios 
organizaciones 
sociales en las 
convocatorias. 
Falta de incidencia 
política 
Falta de ejecución y 
sostenibilidad en la 
entidades locales de 
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salud pública en diagnóstico de los talleres atención 
la judicialización real de todo Entrevistas y 
Y el proceso Testimonios de 
restablecimiento jurídico que las victimas 
mental a las enfrenta una Copia de 
víctimas de víctima de documentos 
delitos de violencia formales del 
violencia sexual sexual, 
visibilizando 





Implementar y divulgar 
un modelo de ayuda 
psicosocial (jurídico y 
psicológico) para el 
restablecimiento del 
derecho a la salud 
mental de las mujeres 
víctimas de violencia 
sexual. 
2. Propuesta de 
salud pública 
para el 
resta bleci m ie 
nto del 
derecho a la 
salud mental 
adecuada y 




20 con sesiones de 




psicosocial a las 
víctimas para que 
puedan afrontar las 
dificultades que se 




sensibilización a las 
mujeres víctimas de 
violencia sexual. 
5 talleres para 
establecer las 
competencias de las 
instituciones 
responsables de 




Capacitar y Fortalecer 
las Organizaciones 
Sociales e instituciones 
en las rutas de 
atención psicojurídica a 
víctimas de Violencia 
Sexual. 
Resultado 3 
Capacitar sobre el 
conocimiento de la 
afectación que sufre la 
mujer víctima de 
violencia sexual, 
mostrando el impacto 
social y la degradación 
de los derechos de la 
mujer a la hora de la 





las instituciones y 
organizaciones 
1 con sesiones de 
dos días (2) 
seminario tripartito 
para la evaluación 





Víctima capaz de 
desarrollar 
resiliencia 
(capacidad del ser 
humano de 
enfrentar el 
sufrimiento o dolor) 
de enfrentar un 
escenario judicial 
(haciendo la 





especificas de las 
afectaciones que 
tiene una víctimas 
de violencia sexual 
(competencia de 
salud pública). 
Lograr sensibilizar y 
capacitar a las 
víctimas en la 
importancia de la 
participación activa 
y conocimiento de 
las normas para el 
. 
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encargadas de atención 
a víctimas para 
garantizar el acceso a la 
justicia y socializar la 
efectividad de los 
procesos y el impacto 
de la atención a 




tanto en la 
exigencia de sus 
derechos como en 
su salud mental. 
10 visitas para 
establecer alianzas 
estratégicas con los 
funcionarios e 
instituciones 
encargados de la 
prevención, 
atención y 
divulgación de la 
violencia contra la 
mujer. 
4 sesiones de 
mesas de trabajo 
con las entidades 








erradicar y eliminar 
la violencia contra la 
mujer. 
Visibilizar el delito 
de violencia sexual 
en la Región Caribe, 
y como resultado 
alterno es disminuir 
la impunidad en la 
práctica sistemática 
de violencia sexual 
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en el contexto de 
conflicto armado. 
valoraciones 
específicas de las 
afectaciones que 
tiene una víctimas 




desde el claustro 
educativo la 
importancia de la 
prevención y 
creación de una ruta 
de atención 
psicojuridica para 
las mujeres víctimas 
de violencia sexual 
6 sesiones para el 
fortalecimiento y 
enseñanza de la 
ruta de atención a 
las organizaciones 
de la sociedad civil 
, 
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defensoras de los 
derechos humanos. 
ACTIVIDADES 
En relación con 
Resultado 1 realizar 
entrevistas a 
funcionarios que de 
manera inmediata se 
ocupan de la función de 
atención a víctimas de 
violencia sexual 
1.1 
incentívar y empoderar 
a las mujeres víctimas 
de violencia sexual para 
que realicen las 
denuncias ante la 
autoridad competente 
denuncia 




asistentes en los 
talleres, 
entrevista 
aplicadas a cada 






Realización de la 
ACTIVIDADES Para el logro del 
Resultado 2. 
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En relación con 
Resultado 
2: 
Hacer taller con las 
víctimas para recoger 
insumos que 
demuestren las 
afectaciones en su 
salud mental y la falta 




2.1 realizar encuestas 
para cuantificar los 
daños padecidos por 




experiencias del primer 
grupo de mujeres 
víctimas de violencia las 
cuales de ellas pasaron 
las etapas procesales 
número de 
entrevistas 
realizadas a los 
actores 
representativos 




En relación con 
Resultado 
Se realizaran al menos 
cuatro talleres con 
víctimas de violencia 
sexual dirigidos a 
mostrar sus 
percepciones y 














3.1 se realizará un 
análisis de cada 
competencia de las 
entidades estatales 
involucradas en la 
judicialización de los 
delitos de violencia 
sexual 
4 
atención psicológicas , . 
individuales y colectiva l'*"*,\ 
,.._ , t 
Talleres sicosociales ' -5' 
-,1 
.s..., 
Para el logro del 
Resultado 4. 
nuevas víctimas 






activa de las 
victimas cada una 




COSTO TOTAL DEL 
PROYECTO 
Cantidad y porcentaje 
Cantidad cubierta con recursos 
propios 
$10.000.000 
Cantidad cubierta por la 
contraparte 
$190.000.000 
Cantidad Solicitada al 
financiador 
$190.000.000 
TOTAL DE CO 





El Árbol de Problemas 
Constitución Política "cd" 
Ley 975 de 2005 (mod ley 1592 de 2012) 
Ley de salud mental 1616 del 21 de enero de 2013 
Ley 1257 del 4 de Diciembre de 2008 Prevención y Sanción de Formas de 
Violencia y Discriminación Contra las Mujeres 
Instrumentos Internacionales 
Pacto Internacional Derechos Económicos Sociales y Culturales (PIDESC) 
Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Contra 
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PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES 
Adoptado y abierto a la firma, ratificación y adhesión por la Asamblea General 
en su resolución 2200 A (XXI), de 16 de diciembre de 1966 
Entrada en vigor: 3 de enero de 1976, de conformidad con el artículo 27 
Preámbulo 
Los Estados partes en el presente Pacto, 
Considerando que, conforme a los principios enunciados en la Carta de las Naciones 
Unidas, la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base el reconocimiento de la 
dignidad inherente a todos los miembros de la familia humana y de sus derechos iguales e 
inalienables, 
Reconociendo que estos derechos se desprenden de la dignidad inherente a la persona 
humana, 
Reconociendo que, con arreglo a la Declaración Universal de Derechos Humanos, no 
puede realizarse el ideal del ser humano libre, liberado del temor y de la miseria, a menos 
que se creen condiciones que permitan a cada persona gozar de sus derechos 
económicos, sociales y culturales, tanto como de sus derechos civiles y políticos, 
Considerando que la Carta de las Naciones Unidas impone a los Estados la obligación de 
promover el respeto universal y efectivo de los derechos y libertades humanos, 
Comprendiendo que el individuo, por tener deberes respecto de otros individuos y de la 
comunidad a que pertenece, está obligado a procurar la vigencia y observancia de los 
derechos reconocidos en este Pacto, 
Convienen en los artículos siguientes: 
Parte 1 
Artículo 1 
Todos los pueblos tienen el derecho de libre determinación. En virtud de este derecho 
establecen libremente su condición política y proveen asimismo a su desarrollo económico, 
social y cultural. 
Para el logro de sus fines, todos los pueblos pueden disponer libremente de sus 
riquezas y recursos naturales, sin perjuicio de las obligaciones que derivan de la 
cooperación económica internacional basada en el principio de beneficio recíproco, así 
como del derecho internacional. En ningún caso podrá privarse a un pueblo de sus propios 
medios de subsistencia. 
Los Estados Partes en el presente Pacto, incluso los que tienen la responsabilidad de 
administrar territorios no autónomos y territorios en fideicomiso, promoverán el ejercicio del 
derecho de libre determinación, y respetarán este derecho de conformidad con las 
disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas. 
Parte II 
Artículo 2 
Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a adoptar 
medidas, tanto por separado como mediante la asistencia y la cooperación internacionales, 
especialmente económicas y técnicas, hasta el máximo de los recursos de que disponga, 
para lograr progresivamente, por todos los medios apropiados, inclusive en particular la 
adopción de medidas legislativas, la plena efectividad de los derechos aquí reconocidos. 
Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar el ejercicio de los 
derechos que en él se enuncian, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, 
sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, posición 
económica, nacimiento o cualquier otra condición social. 
Los países en desarrollo, teniendo debidamente en cuenta los derechos humanos y su 
economía nacional, podrán determinar en qué medida garantizarán los derechos 
económicos reconocidos en el presente Pacto a personas que no sean nacionales suyos. 
Artículo 3 
Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a asegurar a los hombres y a 
las mujeres igual título a gozar de todos los derechos económicos, sociales y culturales 
enunciados en el presente Pacto. 
Artículo 4 
Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen que, en ejercicio de los derechos 
garantizados conforme al presente Pacto por el Estado, éste podrá someter tales derechos 
únicamente a limitaciones determinadas por ley, sólo en la medida compatible con la 
naturaleza de esos derechos y con el exclusivo objeto de promover el bienestar general en 
una sociedad democrática. 
Artículo 5 
Ninguna disposición del presente Pacto podrá ser interpretada en el sentido de 
reconocer derecho alguno a un Estado, grupo o individuo para emprender actividades o 
realizar actos encaminados a la destrucción de cualquiera de los derechos o libertades 
reconocidos en el Pacto, o a su limitación en medida mayor que la prevista en él. 
No podrá admitirse restricción o menoscabo de ninguno de los derechos humanos 
fundamentales reconocidos o vigentes en un país en virtud de leyes, convenciones, 
reglamentos o costumbres, a pretexto de que el presente Pacto no los reconoce o los 
reconoce en menor grado. 
Parte III 
Artículo 6 
Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho a trabajar, que 
comprende el derecho de toda persona a tener la oportunidad de ganarse la vida mediante 
un trabajo libremente escogido o aceptado, y tomarán medidas adecuadas para garantizar 
este derecho. 
Entre las medidas que habrá de adoptar cada uno de los Estados Partes en el presente 
Pacto para lograr la plena efectividad de este derecho deberá figurar la orientación y 
formación tecnicoprofesional, la preparación de programas, normas y técnicas 
encaminadas a conseguir un desarrollo económico, social y cultural constante y la 
ocupación plena y productiva, en condiciones que garanticen las libertades políticas y 
económicas fundamentales de la persona humana. 
Artículo 7 
Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona al goce de 
condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias que le aseguren en especial: 
a) Una remuneración que proporcione como mínimo a todos los trabajadores: 
Un salario equitativo e igual por trabajo de igual valor, sin distinciones de ninguna 
especie; en particular, debe asegurarse a las mujeres condiciones de trabajo no inferiores 
a las de los hombres, con salario igual por trabajo igual; 
Condiciones de existencia dignas para ellos y para sus familias conforme a las 
disposiciones del presente Pacto; 
b) La seguridad y la higiene en el trabajo; 
c) Igual oportunidad para todos de ser promovidos, dentro de su trabajo, a la categoría 
superior que les corresponda, sin más consideraciones que los factores de tiempo de 
servicio y capacidad; 
d) El descanso, el disfrute del tiempo libre, la limitación razonable de las horas de trabajo y 
las variaciones periódicas pagadas, así como la remuneración de los días festivos. 
Artículo 8 
1. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar: 
El derecho de toda persona a fundar sindicatos y a afiliarse al de su elección, con 
sujeción únicamente a los estatutos de la organización correspondiente, para promover y 
proteger sus intereses económicos y sociales. No podrán imponerse otras restricciones al 
ejercicio de este derecho que las que prescriba la ley y que sean necesarias en una 
sociedad democrática en interés de la seguridad nacional o del orden público, o para la 
protección de los derechos y libertades ajenos; 
El derecho de los sindicatos a formar federaciones o confederaciones nacionales y el de 
éstas a fundar organizaciones sindicales internacionales o a afiliarse a las mismas; 
El derecho de los sindicatos a funcionar sin obstáculos y sin otras limitaciones que las 
que prescriba la ley y que sean necesarias en una sociedad democrática en interés de la 
seguridad nacional o del orden público, o para la protección de los derechos y libertades 
ajenos; 
d) El derecho de huelga, ejercido de conformidad con las leyes de cada país. 
El presente artículo no impedirá someter a restricciones legales el ejercicio de tales 
derechos por los miembros de las fuerzas armadas, de la policía o de la administración del 
Estado. 
Nada de lo dispuesto en este artículo autorizará a los Estados Partes en el Convenio de 
la Organización Internacional del Trabajo de 1948 relativo a la libertad sindical y a la 
protección del derecho de sindicación a adoptar medidas legislativas que menoscaben las 
garantías previstas en dicho Convenio o a aplicar la ley en forma que menoscabe dichas 
garantías. 
Artículo 9 
Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a la 
seguridad social, incluso al seguro social. 
Artículo 10 
Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen que: 
Se debe conceder a la familia, que es el elemento natural y fundamental de la sociedad, 
la más amplia protección y asistencia posibles, especialmente para su constitución y 
mientras sea responsable del cuidado y la educación de los hijos a su cargo. El matrimonio 
debe contraerse con el libre consentimiento de los futuros cónyuges. 
Se debe conceder especial protección a las madres durante un período de tiempo 
razonable antes y después del parto. Durante dicho período, a las madres que trabajen se 
les debe conceder licencia con remuneración o con prestaciones adecuadas de seguridad 
social. 
Se deben adoptar medidas especiales de protección y asistencia en favor de todos los 
niños y adolescentes, sin discriminación alguna por razón de filiación o cualquier otra 
condición. Debe protegerse a los niños y adolescentes contra la explotación económica y 
social. Su empleo en trabajos nocivos para su moral y salud, o en los cuales peligre su vida 
o se corra el riesgo de perjudicar su desarrollo normal, será sancionado por la ley. Los 
Estados deben establecer también límites de edad por debajo de los cuales quede 
prohibido y sancionado por la ley el empleo a sueldo de mano de obra infantil. 
Artículo 11 
Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a un 
nivel de vida adecuado para sí y su familia, incluso alimentación, vestido y vivienda 
adecuados, y a una mejora continua de las condiciones de existencia. Los Estados Partes 
tomarán medidas apropiadas para asegurar la efectividad de este derecho, reconociendo a 
este efecto la importancia esencial de la cooperación internacional fundada en el libre 
consentimiento. 
Los Estados Partes en el presente Pacto, reconociendo el derecho fundamental de toda 
persona a estar protegida contra el hambre, adoptarán, individualmente y mediante la 
cooperación internacional, las medidas, incluidos los programas concretos, que se 
necesitan para: 
Mejorar los métodos de producción, conservación y distribución de alimentos mediante 
la plena utilización de los conocimientos técnicos y científicos, la divulgación de principios 
sobre nutrición y el perfeccionamiento o la reforma de los regímenes agrarios de modo que 
se logren la explotación y la utilización más eficaces de las riquezas naturales; 
Asegurar una distribución equitativa de los alimentos mundiales en relación con las 
necesidades, teniendo en cuenta los problemas que se plantean tanto a los países que 
importan productos alimenticios como a los que los exportan. 
Artículo 12 
Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona al 
disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental. 
Entre las medidas que deberán adoptar los Estados Partes en el Pacto a fin de asegurar 
la plena efectividad de este derecho, figurarán las necesarias para: 
La reducción de la mortinatalidad y de la mortalidad infantil, y el sano desarrollo de los 
niños; 
El mejoramiento en todos sus aspectos de la higiene del trabajo y del medio ambiente; 
La prevención y el tratamiento de las enfermedades epidémicas, endémicas, 
profesionales y de otra índole, y la lucha contra ellas; 
La creación de condiciones que aseguren a todos asistencia médica y servicios médicos 
en caso de enfermedad. 
Artículo 13 
Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a la 
educación. Convienen en que la educación debe orientarse hacia el pleno desarrollo de la 
personalidad humana y del sentido de su dignidad, y debe fortalecer el respeto por los 
derechos humanos y las libertades fundamentales. Convienen asimismo en que la 
educación debe capacitar a todas las personas para participar efectivamente en una 
sociedad libre, favorecer la comprensión, la tolerancia y la amistad entre todas las 
naciones y entre todos los grupos raciales, étnicos o religiosos, y promover las actividades 
de las Naciones Unidas en pro del mantenimiento de la paz. 
Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen que, con objeto de lograr el pleno 
ejercicio de este derecho: 
La enseñanza primaria debe ser obligatoria y asequible a todos gratuitamente; 
La enseñanza secundaria, en sus diferentes formas, incluso la enseñanza secundaria 
técnica y profesional, debe ser generalizada y hacerse accesible a todos, por cuantos 
medios sean apropiados, y en particular por la implantación progresiva de la enseñanza 
gratuita; 
La enseñanza superior debe hacerse igualmente accesible a todos, sobre la base de la 
capacidad de cada uno, por cuantos medios sean apropiados, y en particular por la 
implantación progresiva de la enseñanza gratuita; 
Debe fomentarse o intensificarse, en la medida de lo posible, la educación fundamental 
para aquellas personas que no hayan recibido o terminado el ciclo completo de instrucción 
primaria; 
Se debe proseguir activamente el desarrollo del sistema escolar en todos los ciclos de la 
enseñanza, implantar un sistema adecuado de becas, y mejorar continuamente las 
condiciones materiales del cuerpo docente. 
Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a respetar la libertad de los 
padres y, en su caso, de los tutores legales, de escoger para sus hijos o pupilos escuelas 
distintas de las creadas por las autoridades públicas, siempre que aquéllas satisfagan las 
normas mínimas que el Estado prescriba o apruebe en materia de enseñanza, y de hacer 
que sus hijos o pupilos reciban la educación religiosa o moral que esté de acuerdo con sus 
propias convicciones. 
Nada de lo dispuesto en este artículo se interpretará como una restricción de la libertad 
de los particulares y entidades para establecer y dirigir instituciones de enseñanza, a 
condición de que se respeten los principios enunciados en el párrafo 1 y de que la 
educación dada en esas instituciones se ajuste a las normas mínimas que prescriba el 
Estado. 
Artículo 14 
Todo Estado Parte en el presente Pacto que, en el momento de hacerse parte en él, aún 
no haya podido instituir en su territorio metropolitano o en otros territorios sometidos a su 
jurisdicción la obligatoriedad y la gratuidad de la enseñanza primaria, se compromete a 
elaborar y adoptar, dentro de un plazo de dos años, un plan detallado de acción para la 
aplicación progresiva, dentro de un número razonable de años fijado en el plan, del 
principio de la enseñanza obligatoria y gratuita para todos. 
Artículo 15 
1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a: 
Participar en la vida cultural; 
Gozar de los beneficios del progreso científico y de sus aplicaciones; 
Beneficiarse de la protección de los intereses morales y materiales que le correspondan 
por razón de las producciones científicas, literarias o artísticas de que sea autora. 
2. Entre las medidas que los Estados Partes en el presente Pacto deberán adoptar para 
asegurar el pleno ejercicio de este derecho, figurarán las necesarias para la conservación, 
el desarrollo y la difusión de la ciencia y de la cultura. 
3. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a respetar la indispensable 
libertad para la investigación científica y para la actividad creadora. 
4. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen los beneficios que derivan del 
fomento y desarrollo de la cooperación y de las relaciones internacionales en cuestiones 
científicas y culturales. 
Parte IV 
Artículo 16 
Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a presentar, en conformidad 
con esta parte del Pacto, informes sobre las medidas que hayan adoptado, y los progresos 
realizados, con el fin de asegurar el respeto a los derechos reconocidos en el mismo. 
a) Todos los informes serán presentados al Secretario General de las Naciones Unidas, 
quien transmitirá copias al Consejo Económico y Social para que las examine conforme a 
lo dispuesto en el presente Pacto; 
b) El Secretario General de las Naciones Unidas transmitirá también a los organismos 
especializados copias de los informes, o de las partes pertinentes de éstos, enviados por 
los Estados Partes en el presente Pacto que además sean miembros de estos organismos 
especializados, en la medida en que tales informes o partes de ellos tengan relación con 
materias que sean de la competencia de dichos organismos conforme a sus instrumentos 
constitutivos. 
Artículo 17 
Los Estados Partes en el presente Pacto presentarán sus informes por etapas, con 
arreglo al programa que establecerá el Consejo Económico y Social en el plazo de un año 
desde la entrada en vigor del presente Pacto, previa consulta con los Estados Partes y con 
los organismos especializados interesados. 
Los informes podrán señalar las circunstancias y dificultades que afecten el grado de 
cumplimiento de las obligaciones previstas en este Pacto. 
Cuando la información pertinente hubiera sido ya proporcionada a las Naciones Unidas 
o a algún organismo especializado por un Estado Parte, no será necesario repetir dicha 
información, sino que bastará hacer referencia concreta a la misma. 
Artículo 18 
En virtud de las atribuciones que la Carta de las Naciones Unidas le confiere en materia de 
derechos humanos y libertades fundamentales, el Consejo Económico y Social podrá 
concluir acuerdos con los organismos especializados sobre la presentación por tales 
organismos de informes relativos al cumplimiento de las disposiciones de este Pacto que 
corresponden a su campo de actividades. Estos informes podrán contener detalles sobre 
las decisiones y recomendaciones que en relación con ese cumplimiento hayan aprobado 
los órganos competentes de dichos organismos. 
Artículo 19 
El Consejo Económico y Social podrá transmitir a la Comisión de Derechos Humanos, para 
su estudio y recomendación de carácter general, o para información, según proceda, los 
informes sobre derechos humanos que presenten a los Estados conforme a los artículos 
16 y 17, y los informes relativos a los derechos humanos que presenten los organismos 
especializados conforme al artículo 18. 
Artículo 20 
Los Estados Partes en el presente Pacto y los organismos especializados interesados 
podrán presentar al Consejo Económico y Social observaciones sobre toda recomendación 
de carácter general hecha en virtud del artículo 19 o toda referencia a tal recomendación 
general que conste en un informe de la Comisión de Derechos Humanos o en un 
documento allí mencionado. 
Artículo 21 
El Consejo Económico y Social podrá presentar de vez en cuando a la Asamblea General 
informes que contengan recomendaciones de carácter general, así como un resumen de la 
información recibida de los Estados Partes en el presente Pacto y de los organismos 
especializados acerca de las medidas adoptadas y los progresos realizados para lograr el 
respeto general de los derechos reconocidos en el presente Pacto. 
Artículo 22 
El Consejo Económico y Social podrá señalar a la atención de otros órganos de las 
Naciones Unidas, sus órganos subsidiarios y los organismos especializados interesados 
que se ocupen de prestar asistencia técnica, toda cuestión surgida de los informes a que 
se refiere esta parte del Pacto que pueda servir para que dichas entidades se pronuncien, 
cada una dentro de su esfera de competencia, sobre la conveniencia de las medidas 
internacionales que puedan contribuir a la aplicación efectiva y progresiva del presente 
Pacto. 
Artículo 23 
Los Estados Partes en el presente Pacto convienen en que las medidas de orden 
internacional destinadas a asegurar el respeto de los derechos que se reconocen en el 
presente Pacto comprenden procedimientos tales como la conclusión de convenciones, la 
aprobación de recomendaciones, la prestación de asistencia técnica y la celebración de 
reuniones regionales y técnicas, para efectuar consultas y realizar estudios, organizadas 
en cooperación con los gobiernos interesados. 
Artículo 24 
Ninguna disposición del presente Pacto deberá interpretarse en menoscabo de las 
disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas o de las constituciones de los 
organismos especializados que definen las atribuciones de los diversos órganos de las 
Naciones Unidas y de los organismos especializados en cuanto a las materias a que se 
refiere el Pacto. 
Artículo 25 
Ninguna disposición del presente Pacto deberá interpretarse en menoscabo del derecho 




1. El presente Pacto estará abierto a la firma de todos los Estados Miembros de las 
Naciones Unidas o miembros de algún organismo especializado, así como de todo Estado 
Parte en el Estatuto de la Corte Internacional de Justicia y de cualquier otro Estado invitado 
por la Asamblea General de las Naciones Unidas a ser parte en el presente Pacto. 
El presente Pacto está sujeto a ratificación. Los instrumentos de ratificación se 
depositarán en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 
El presente Pacto quedará abierto a la adhesión de cualquiera de los Estados 
mencionados en el párrafo 1 del presente artículo. 
La adhesión se efectuará mediante el depósito de un instrumento de adhesión en poder 
del Secretario General de las Naciones Unidas. 
El Secretario General de las Naciones Unidas informará a todos los Estados que hayan 
firmado el presente Pacto, o se hayan adherido a él, del depósito de cada uno de los 
instrumentos de ratificación o de adhesión. 
Artículo 27 
El presente Pacto entrará en vigor transcurridos tres meses a partir de la fecha en que 
haya sido depositado el trigésimo quinto instrumento de ratificación o de adhesión en poder 
del Secretario General de las Naciones Unidas. 
Para cada Estado que ratifique el presente Pacto o se adhiera a él después de haber 
sido depositado el trigésimo quinto instrumento de ratificación o de adhesión, el Pacto 
entrará en vigor transcurridos tres meses a partir de la fecha en que tal Estado haya 
depositado su instrumento de ratificación o de adhesión. 
Artículo 28 
Las disposiciones del presente Pacto serán aplicables a todas las partes componentes de 
los Estados federales, sin limitación ni excepción alguna. 
Artículo 29 
Todo Estado Parte en el presente Pacto podrá proponer enmiendas y depositarlas en 
poder del Secretario General de las Naciones Unidas. El Secretario General comunicará 
las enmiendas propuestas a los Estados Partes en el presente Pacto, pidiéndoles que le 
notifiquen si desean que se convoque una conferencia de Estados Partes con el fin de 
examinar las propuestas y someterlas a votación. Si un tercio al menos de los Estados se 
declara en favor de tal convocatoria, el Secretario General convocará una conferencia bajo 
los auspicios de las Naciones Unidas. Toda enmienda adoptada por la mayoría de Estados 
presentes y votantes en la conferencia se someterá a la aprobación de la Asamblea 
General de las Naciones Unidas. 
Tales enmiendas entrarán en vigor cuando hayan sido aprobadas por la Asamblea 
General de las Naciones Unidas y aceptadas por una mayoría de dos tercios de los 
Estados Partes en el presente Pacto, de conformidad con sus respectivos procedimientos 
constitucionales. 
Cuando tales enmiendas entren en vigor serán obligatorias para los Estados Partes que 
las hayan aceptado, en tanto que los demás Estados Partes seguirán obligados por las 
disposiciones del presente Pacto y por toda enmienda anterior que hayan aceptado. 
Artículo 30 
Independientemente de las notificaciones previstas en el párrafo 5 del artículo 26, el 
Secretario General de las Naciones Unidas comunicará a todos los Estados mencionados 
en el párrafo 1 del mismo artículo: 
Las firmas, ratificaciones y adhesiones conformes con lo dispuesto en el artículo 26; 
La fecha en que entre en vigor el presente Pacto conforme a lo dispuesto en el artículo 
27, y la fecha en que entren en vigor las enmiendas a que hace referencia el artículo 29. 
Artículo 31 
El presente Pacto, cuyos textos en chino, español, francés, inglés y ruso son igualmente 
auténticos, será depositado en los archivos de las Naciones Unidas. 
El Secretario General de las Naciones Unidas enviará copias certificadas del presente 
Pacto a todos los Estados mencionados en el artículo 26. 
DIARIO OFICIAL 48.680 
Bogotá, D. C., Lunes 21 de Enero de 2013 
Poder Público-Rama Legislativa 
LEY 1616 DE 2013 
(enero 21) 
por medio de la cual se expide la ley de Salud Mental y se dictan otras disposiciones. 
EL CONGRESO DE COLOMBIA 
DECRETA: 
Artículo 1°. Objeto. El objeto de la presente ley es garantizar el ejercicio pleno del 
Derecho a la Salud Mental a la población colombiana, priorizando a los niños, las niñas 
y adolescentes, mediante la promoción de la salud y la prevención del trastorno mental, 
la Atención Integral e Integrada en Salud Mental en el ámbito del Sistema General de 
Seguridad Social en Salud, de conformidad con lo preceptuado en el artículo 49 de la 
Constitución y con fundamento en el enfoque promocional de Calidad de vida y la 
estrategia y principios de la Atención Primaria en Salud. 
De igual forma se establecen los criterios de política para la reformulación, 
implementación y evaluación de la Política Pública Nacional de Salud Mental, con base 
en los enfoques de derechos, territorial y poblacional por etapa del ciclo vital. 
Artículo 2°. Ámbito de Aplicación. La presente ley es aplicable al Sistema General de 
Seguridad Social en Salud, específicamente al Ministerio de Salud y Protección Social, 
Superintendencia Nacional de Salud, Comisión de Regulación en Salud o la entidad que 
haga sus veces, las empresas administradores de planes de Beneficios las Instituciones 
Prestadoras de Servicios de Salud, las Empresas Sociales del Estado. 
Las Autoridades Nacionales, Departamentales, Distritales y Municipales de Salud, 
los cuales se adecuarán en lo pertinente para dar cumplimiento a lo ordenado en la ley. 
Artículo 3°. Salud Mental. La salud mental se define como un estado dinámico que 
se expresa en la vida cotidiana a través del comportamiento y la interacción de manera 
tal que permite a los sujetos individuales y colectivos desplegar sus recursos 
emocionales, cognitivos y mentales para transitar por la vida cotidiana, para trabajar, 
para establecer relaciones significativas y para contribuir a la comunidad. 
La Salud Mental es de interés y prioridad nacional para la República de Colombia, es 
un derecho fundamental, es tema prioritario de salud pública, es un bien de interés 
público y es componente esencial del bienestar general y el mejoramiento de la calidad 
de vida de colombianos y colombianas. 
Artículo 4°. Garantía en salud mental. El Estado a través del Sistema General de 
Seguridad Social en Salud garantizará a la población colombiana, priorizando a los 
niños, las niñas y adolescentes, la promoción de la salud mental y prevención del 
trastorno mental, atención integral e integrada que incluya diagnóstico, tratamiento y 
rehabilitación en salud para todos los trastornos mentales. 
El Ministerio de Justicia y del Derecho, el Instituto Nacional Penitenciario y 
Carcelario y las entidades prestadoras del servicio de salud contratadas para atender a 
los reclusos, adoptarán programas de atención para los enfermos mentales privados de 
libertad y garantizar los derechos a los que se refiere el artículo sexto de esta ley; así 
mismo podrán concentrar dicha población para su debida atención. Los enfermos 
mentales no podrán ser aislados en las celdas de castigo mientras dure su tratamiento. 
Artículo 5°. Definiciones. Para la aplicación de la presente ley se tendrán en cuenta 
las siguientes definiciones: 
Promoción de la salud mental. La promoción de la salud mental es una estrategia 
intersectorial y un conjunto de procesos orientados hacia la transformación de los 
determinantes de la Salud Mental que afectan la calidad de vida, en procura de la 
satisfacción de las necesidades y los medios para mantener la salud, mejorarla y ejercer 
control de la misma en los niveles individual y colectivo teniendo en cuenta el marco 
cultural colombiano. 
Prevención Primaria del trastorno mental. La Prevención del trastorno mental 
hace referencia a las intervenciones tendientes a impactar los factores de riesgo, 
relacionados con la ocurrencia de trastornos mentales, enfatizando en el reconocimiento 
temprano de factores protectores y de riesgo, en su automanejo y está dirigida a los 
individuos, familias y colectivos. 
Atención integral e integrada en salud mental. La atención integral en salud 
mental es la concurrencia del talento humano y los recursos suficientes y pertinentes en 
salud para responder a las necesidades de salud mental de la población, incluyendo la 
promoción, prevención secundaria y terciaria, diagnóstico precoz, tratamiento, 
rehabilitación en salud e inclusión social. 
La atención integrada hace referencia a la conjunción de los distintos niveles de 
complejidad, complementariedad y continuidad en la atención en salud mental, según 
las necesidades de salud de las personas. 
Atención integral e integrada en salud mental. La atención integral en salud 
mental es la concurrencia del talento humano y los recursos suficientes y pertinentes en 
salud para responder a las necesidades de salud mental de la población, incluyendo la 
promoción, prevención, diagnóstico precoz, tratamiento, rehabilitación en salud e 
inclusión social. 
La atención integrada hace referencia a la conjunción de los distintos niveles de 
complejidad, complementariedad y continuidad en la atención en salud mental, según 
las necesidades de salud de las personas. 
Trastorno mental. Para los efectos de la presente ley se entiende trastorno mental 
como una alteración de los procesos cognitivos y afectivos del desenvolvimiento 
considerado como normal con respecto al grupo social de referencia del cual proviene el 
individuo. Esta alteración se manifiesta en trastornos del razonamiento, del compor-
tamiento, de la facultad de reconocer la realidad y de adaptarse a las condiciones de la 
vida. 
Discapacidad mental. Se presenta en una persona que padece limitaciones 
psíquicas o de comportamiento; que no le permiten en múltiples ocasiones comprender 
el alcance de sus actos, presenta dificultad para ejecutar acciones o tareas, y para 
participar en situaciones vitales. La discapacidad mental de un individuo, puede 
presentarse de manera transitoria o permanente, la cual es definida bajo criterios 
clínicos del equipo médico tratante. 
Problema psicosocial. Un problema psicosocial o ambiental puede ser un 
acontecimiento vital negativo, una dificultad o deficiencia ambiental, una situación de 
estrés familiar o interpersonal, una insuficiencia en el apoyo social o los recursos 
personales, u otro problema relacionado con el contexto en que se han desarrollado 
alteraciones experimentadas por una persona. 
Rehabilitación psicosocial. Es un proceso que facilita la oportunidad a individuos 
—que están deteriorados, discapacitados o afectados por el handicap —o desventaja— de 
un trastorno mental— para alcanzar el máximo nivel de funcionamiento independiente en 
la comunidad. Implica a la vez la mejoría de la competencia individual y la introducción 
de cambios en el entorno para lograr una vida de la mejor calidad posible para la gente 
que ha experimentado un trastorno psíquico, o que padece un deterioro de su capacidad 
mental que produce cierto nivel de discapacidad. La Rehabilitación Psicosocial apunta a 
proporcionar el nivel óptimo de funcionamiento de individuos y sociedades, y la 
minimización de discapacidades, dishabilidades y handicap, potenciando las elecciones 
individuales sobre cómo vivir satisfactoriamente en la comunidad. 
TÍTULO II 
DERECHOS DE LAS PERSONAS 
EN EL ÁMBITO DE LA SALUD MENTAL 
Artículo 6°. Derechos de las personas. Además de los Derechos consignados en la 
Declaración de Lisboa de la Asociación Médica Mundial, la Convención sobre los 
Derechos de las Personas con Discapacidad y otros instrumentos internacionales, 
Constitución Política, y la Ley General de Seguridad Social en Salud son derechos de 
las personas en el ámbito de la Salud Mental: 
Derecho a recibir atención integral e integrada y humanizada por el equipo 
humano y los servicios especializados en salud mental. 
Derecho a recibir información clara, oportuna, veraz y completa de las 
circunstancias relacionadas con su estado de salud, diagnóstico, tratamiento y 
pronóstico, incluyendo el propósito, método, duración probable y beneficios que se 
esperan, así como sus riesgos y las secuelas, de los hechos o situaciones causantes de su 
deterioro y de las circunstancias relacionadas con su seguridad social. 
Derecho a recibir la atención especializada e interdisciplinaria y los tratamientos 
con la mejor evidencia científica de acuerdo con los avances científicos en salud 
mental. 
Derecho a que las intervenciones sean las menos restrictivas de las libertades 
individuales de acuerdo a la ley vigente. 
Derecho a tener un proceso psicoterapéutico, con los tiempos y sesiones necesarias 
para asegurar un trato digno para obtener resultados en términos de cambio, bienestar y 
calidad de vida. 
Derecho a recibir psicoeducación a nivel individual y familiar sobre su trastorno 
mental y las formas de autocuidado. 
Derecho a recibir incapacidad laboral, en los términos y condiciones dispuestas 
por el profesional de la salud tratante, garantizando la recuperación en la salud de la 
persona. 
Derecho a ejercer sus derechos civiles y en caso de incapacidad que su 
incapacidad para ejercer estos derechos sea determinada por un juez de conformidad 
con la Ley 1306 de 2009 y demás legislación vigente. 
Derecho a no ser discriminado o estigmatizado, por su condición de persona sujeto 
de atención en salud mental. 
Derecho a recibir o rechazar ayuda espiritual o religiosa de acuerdo con sus 
creencias. 
Derecho a acceder y mantener el vínculo con el sistema educativo y el empleo, y 
no ser excluido por causa de su trastorno mental. 
Derecho a recibir el medicamento que requiera siempre con fines terapéuticos o 
diagnósticos. 
Derecho a exigir que sea tenido en cuenta el consentimiento informado para 
recibir el tratamiento. 
Derecho a no ser sometido a ensayos clínicos ni tratamientos experimentales sin 
su consentimiento informado. 
Derecho a la confidencialidad de la información relacionada con su proceso de 
atención y respetar la intimidad de otros pacientes. 
Derecho al Reintegro a su familia y comunidad. 
Este catálogo de derechos deberá publicarse en un lugar visible y accesible de las 
Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud que brindan atención en salud mental en 
el territorio nacional. Y además deberá ajustarse a los términos señalados por la Corte 
Constitucional en la Sentencia T-760 de 2008 y demás jurisprudencia concordante. 
TÍTULO III 
PROMOCIÓN DE LA SALUD MENTAL Y PREVENCIÓN 
DE LA ENFERMEDAD MENTAL 
Artículo 7°. De la promoción de la Salud Mental y Prevención del Trastorno Mental. 
El Ministerio de Salud y Protección Social o la entidad que haga sus veces, establecerá 
las acciones en promoción en salud mental y prevención del trastorno mental, que 
deban incluirse en los planes decenales y nacionales para la salud pública, planes 
territoriales y planes de intervenciones colectivas, garantizando el acceso a todos los 
ciudadanos y las ciudadanas, dichas acciones serán de obligatoria implementación por 
parte de los entes territoriales, Entidades Promotoras de Salud, Instituciones Prestadoras 
de Servicios de Salud, Administradoras de Riesgos Profesionales, Empresas Sociales 
del Estado y tendrán seguimiento y evaluación a través de indicadores en su 
implementación. 
Así mismo, el Ministerio tendrá la responsabilidad de promover y concertar con los 
demás sectores aquellas políticas, planes, programas y proyectos necesarios para 
garantizar la satisfacción de los derechos fundamentales y el desarrollo y uso de las 
capacidades mentales para todos los ciudadanos. 
El Departamento para la Prosperidad Social con la asesoría del Ministerio de Salud 
tendrá la responsabilidad en la población sujeto de atención, de promover y prevenir las 
ocurrencias del trastorno mental mediante intervenciones tendientes a impactar los 
factores de riesgo relacionados con la ocurrencia de los mismos, enfatizando en el 
reconocimiento temprano de factores protectores y de riesgo. 
El Departamento de la Prosperidad Social con la asesoría del Ministerio de Salud 
constituirá y participará en asocio con personas de derecho público o privado, 
asociaciones, fundaciones o entidades que apoyen o promuevan programas para la 
atención, tratamiento, promoción y prevención de las enfermedades en salud mental. 
La Superintendencia Nacional de Salud ejercerá las acciones de inspección, 
vigilancia y control respecto de lo ordenado en el presente artículo. 
Artículo 8°. Acciones de Promoción. El Ministerio de Salud y Protección Social 
dirigirá las acciones de promoción en salud mental a afectar positivamente los 
determinantes de la salud mental e involucran: inclusión social, eliminación del estigma 
y la discriminación, buen trato y prevención de las violencias, las prácticas de 
hostigamiento, acoso o matoneo escolar, prevención del suicidio prevención del 
consumo de sustancias psicoactivas, participación social y seguridad económica y 
alimentaria, entre otras. 
Estas acciones incluyen todas las etapas del ciclo vital en los distintos ámbitos de la 
vida cotidiana, priorizando niños, niñas y adolescentes y personas mayores; y estarán 
articuladas a las políticas públicas vigentes. 
El Ministerio de Educación Nacional en articulación con el Ministerio de Salud y 
Protección Social, diseñarán acciones intersectoriales para que a través de los proyectos 
pedagógicos, fomenten en los estudiantes competencias para su desempeño como 
ciudadanos respetuosos de sí mismos, de los demás y de lo público, que ejerzan los 
derechos humanos y fomenten la convivencia escolar haciendo énfasis en la promoción 
de la Salud Mental. 
Las acciones consignadas en este artículo tendrán seguimiento y evaluación de 
impacto que permita planes de acción para el mejoramiento continuo así como la 
gestión del conocimiento, investigación e innovación. 
Artículo 9°. Promoción de la Salud Mental y Prevención del Trastorno Mental en el 
Ámbito Laboral. Las Administradoras de Riesgos Laborales dentro de las actividades 
de promoción y prevención en salud deberán generar estrategias, programas, acciones o 
servicios de promoción de la salud mental y prevención del trastorno mental, y deberán 
garantizar que sus empresas afiliadas incluyan dentro de su sistema de gestión de 
seguridad y salud en el trabajo, el monitoreo permanente de la exposición a factores de 
riesgo psicosocial en el trabajo para proteger, mejorar y recuperar la salud mental de los 
trabajadores. 
El Ministerio de Trabajo y el Ministerio de Salud determinarán y actualizarán los 
lineamientos técnicos para el diseño, formulación e implementación de estrategias, 
programas, acciones o servicios de promoción de la salud mental y la prevención del 
trastorno mental en el ámbito laboral en un término no mayor a seis (6) meses, a partir 
de la promulgación de la presente ley. 
El Ministerio de Trabajo y el Ministerio de Salud evaluarán y ajustarán 
periódicamente este lineamiento técnico para enfrentar los riesgos laborales en salud 
mental. 
De acuerdo con lo establecido en la Ley 1562 de 2012 el Ministerio de Trabajo 
ejercerá las funciones de inspección, vigilancia y control de las acciones de promoción 
y prevención ordenadas en el presente artículo. 
TÍTULO IV 
ATENCIÓN INTEGRAL E INTEGRADA 
EN SALUD MENTAL 
CAPÍTULO I 
Artículo 10. Responsabilidad en la atención integral e integrada en Salud Mental. El 
Ministerio de Salud y Protección Social, adoptará en el marco de la Atención Primaria 
en Salud el modelo de atención integral e integrada, los protocolos de atención y las 
guías de atención integral en salud mental con la participación ciudadana de los 
pacientes, sus familias y cuidadores y demás actores relevantes de conformidad con la 
política nacional de participación social vigente. 
Dichos protocolos y guías incluirán progresivamente todos los problemas y 
trastornos así como los procesos y procedimientos para su implementación. Estos 
protocolos y guías deberán ajustarse periódicamente cada cinco arios. 
Igualmente, asignará prioridad al diseño y ejecución de programas y acciones 
complementarios de atención y protección a las personas con trastornos mentales 
severos y a sus familias. 
Artículo 11. Acciones complementarias para la atención integral. La atención 
integral en salud mental incluirá acciones complementarias al tratamiento tales como la 
integración familiar, social, laboral y educativa. 
Para tal efecto, el Ministerio de Salud y Protección Social, garantizará la 
incorporación del enfoque promocional de la Calidad de Vida y la acción transectorial e 
intersectorial necesaria como elementos fundamentales en el diseño, implementación y 
evaluación de las acciones complementarias para la atención integral en salud mental. 
CAPÍTULO II 
Red integral de prestación de servicios De salud mental 
Artículo 12. Red integral de prestación de servicios en Salud Mental, Los Entes 
Territoriales, las Empresas Administradoras de Planes de Beneficios deberán disponer 
de una red integral de prestación de servicios de salud mental pública y privada, como 
parte de la red de servicios generales de salud. 
Esta red prestará sus servicios en el marco de la estrategia de Atención Primaria en 
Salud con un modelo de atención integral que incluya la prestación de servicios en 
todos los niveles de complejidad que garantice calidad y calidez en la atención de una 
manera oportuna, suficiente, continua, pertinente y de fácil accesibilidad a servicios de 
promoción, prevención, detección temprana, diagnóstico, intervención, tratamiento y 
rehabilitación en salud mental. 
Esta red estará articulada y coordinada bajo un sistema de referencia y 
contrarreferencia que garantice el retorno efectivo de los casos al primer nivel de 
atención. 
Los entes territoriales, las empresas administradoras de planes de beneficios, las 
administradoras de riesgos laborales, podrán asociarse para prestar estos servicios, 
siempre que garanticen calidad, oportunidad, complementariedad y continuidad en la 
prestación de los servicios de salud mental a las personas de cada territorio. 
Artículo 13. Modalidades y servicios de atención integral e integrada en salud 
mental. La red integral de prestación de servicios en salud mental debe incluir las 
siguientes modalidades y servicios, integradas a los servicios generales de salud de las 




Centro de Atención en Drogadicción y Servicios de Farmacodependencia. 
Centro de Salud Mental Comunitario. 
Grupos de Apoyo de Pacientes y Familias. 
Hospital de Día para Adultos. 
Hospital de Día para Niñas, Niños y Adolescentes. 
Rehabilitación Basada en Comunidad. 
Unidades de Salud Mental. 
Urgencia de Psiquiatría. 
Parágrafo. El Ministerio de Salud y Protección Social en el marco del Sistema 
obligatorio de garantía de calidad de atención en salud establecerán nuevas modalidades 
y servicios para la atención integral e integrada en Salud Mental bajo los principios de 
progresividad y no regresividad y mejoramiento continuo de la red. 
Artículo 14. Prestadores de servicios. Las Empresas Administradoras de Planes de 
Beneficios, las Empresas Sociales del Estado y las Instituciones Prestadoras de 
Servicios de Salud públicas y privadas deberán garantizar y prestar sus servicios de 
conformidad con las políticas, planes, programas, modelo de atención, guías, protocolos 
y modalidades de atención definidas por el Ministerio de Salud y Protección Social, so 
pena de incurrir en las sanciones contempladas en la legislación vigente. 
Para este efecto el Ministerio deberá formular, implementar, evaluar y ajustar tales 
instrumentos de acuerdo con lo establecido en la presente ley y demás disposiciones 
legales complementarias. 
Artículo 15. Puerta de entrada a la red. El primer nivel de atención es la puerta de 
entrada al sistema, el cual debe garantizar el acceso equitativo a servicios esenciales 
para la población, proveer cuidado integral buscando resolver la mayoría de las 
necesidades y demandas de salud de la población a lo largo del tiempo y durante todo el 
ciclo vital, además de integrar los cuidados individuales, colectivos y los programas 
focalizados en riesgos específicos a la salud mental. 
Las acciones en este nivel tienen entradas desde múltiples ámbitos e instancias a 
nivel local tales como los hogares, las escuelas, los lugares de trabajo, la comunidad. 
Artículo 16. Estandarización de procesos y procedimientos. Los entes territoriales 
deberán definir y estandarizar los mecanismos, procesos y procedimientos 
administrativos y asistenciales prioritarios para acceder a los servicios de la red de salud 
mental. 
El Ministerio de Salud y Protección Social deberá expedir los lineamientos para tal 
efecto, en un término no mayor a catorce (14) meses a partir de la entrada en vigencia 
de la presente ley. 
Artículo 17. Mecanismos de seguimiento y evaluación. Los entes territoriales 
deberán establecer los mecanismos, espacios, instrumentos e indicadores de 
seguimiento y monitoreo del funcionamiento de la red de servicios en salud mental, a 
fin de garantizar su desarrollo eficiente y ajuste oportuno. Estos mecanismos deben 
contar con la participación de la ciudadanía y espacios de rendición de cuentas. 
El Ministerio de Salud y Protección Social, deberá expedir los lineamientos para tal 
efecto, en un término no mayor a catorce (14) meses a partir de la promulgación de la 
presente ley. 
Artículo 18. Equipo Interdisciplinario. Las Instituciones Prestadoras de Servicios de 
Salud en Salud Mental públicas y privadas, deberán disponer de un equipo 
interdisciplinario idóneo, pertinente y suficiente para la satisfacción de las necesidades 
de las personas en los servicios de promoción de la salud y prevención del trastorno 
mental, detección precoz, evaluación, diagnóstico, tratamiento y rehabilitación en salud. 
Los equipos interdisciplinarios estarán conformados por Psiquiatría, Psicología, 
Enfermería, Trabajo Social, Terapia Ocupacional, Terapia Psicosocial, Médico General, 
entre otros profesionales, atendiendo el nivel de complejidad y especialización 
requerido en cada servicio de conformidad con los estándares que para tal efecto 
establezca el Ministerio de Salud y Protección Social. 
Este equipo Interdisciplinario garantizará la prevención y atención integral e 
integrada de conformidad con el modelo de atención, guías y protocolos vigentes, a fin 
de garantizar el respeto de la dignidad y los Derechos Humanos de las personas, 
familias y colectivos sujetas de atención asegurando la integralidad y los estándares de 
calidad. 
Artículo 19. Capacitación y formación de los equipos básicos en salud. De 
conformidad con el artículo 15 de la Ley 1438 de 2011, el Ministerio de Salud y 
Protección Social y los entes territoriales garantizarán la capacitación y formación en 
salud mental de los equipos básicos en salud, así como su actualización permanente. 
El Ministerio de Salud y Protección Social y los entes territoriales informarán 
anualmente el cumplimiento de lo previsto en este artículo al Consejo Nacional de 
Talento Humano en Salud, para lo de su competencia. 
Artículo 20. Mejoramiento continuo del talento humano. Los prestadores de 
servicios de salud públicos y privados deberán garantizar la actualización continua del 
talento humano que atiende en servicios de salud mental en nuevos métodos, técnicas y 
tecnologías pertinentes y aplicables en promoción de la salud mental, prevención, 
tratamiento y rehabilitación psicosocial, sin perjuicio de la forma de vinculación al 
prestador. 
La Superintendencia Nacional de Salud vigilará el cumplimiento de lo previsto en el 
presente artículo e informará lo actuado periódicamente al Ministerio de Salud y 
Protección Social, y al Consejo Nacional de Talento Humano en Salud para lo de su 
competencia. 
Artículo 21. Protección especial al talento humano que trabaja en Salud Mental. Las 
Administradoras de Riesgos Laborales, de conformidad con el nivel de riesgo 
identificado, prestará la asesoría y asistencia técnica para implementar programas, 
campañas, servicios y acciones de educación y prevención, intervención y control de los 
factores de riesgos psicosocial a los trabajadores de la salud mental, cuya labor se 
relacione con la atención directa en consulta externa o hospitalaria, casos de violencia 
fatal y no fatal y atención psicosocial en situaciones de urgencia, emergencia y 
desastres. 
En todo caso las Administradoras de Riesgos Laborales deberán garantizar que sus 
empresas afiliadas incluyan y cumplan con el desarrollo del plan de trabajo anual dentro 
de su sistema de gestión de seguridad y salud en el trabajo. 
El Ministerio de Trabajo y el Ministerio de Salud determinarán y actualizarán los 
lineamientos técnicos para el diseño, formulación e implementación de estrategias, 
programas, acciones o servicios consignados en el presente artículo en un término no 
mayor a seis (6) meses, a partir de la promulgación de la presente ley. 
De acuerdo con lo establecido en la Ley 1562 de 2012 el Ministerio de Trabajo 
ejercerá las funciones de inspección, vigilancia y control de las acciones ordenadas en 
el presente artículo. 
Artículo 22. Talento humano en atención Prehospitalaria. Las personas que hagan 
parte del equipo de atención prehospitalaria en Salud Mental deberán acreditar título de 
Medicina, Psiquiatría, Psicología, Enfermería o Atención Prehospitalaria. 
En todo caso, los prestadores de servicios de salud deberán garantizar que el talento 
humano en atención prehospitalaria cuente con el entrenamiento y fortalecimiento 
continuo de competencias en el área de Salud Mental que les permita garantizar una 
atención idónea, oportuna y efectiva con las capacidades para la intervención en crisis y 
manejo del paciente con trastorno mental. 
Este equipo deberá estar en constante articulación con el Centro Regulador del 
ámbito departamental, distrital y municipal según corresponda. 
CAPÍTULO V 
Atención integral y preferente en salud mental para niños, niñas y adolescentes 
Artículo 23. Atención integral y preferente en Salud Mental. De conformidad con el 
Código de la Infancia y la Adolescencia, Ley 1098 de 2006 y los artículos 17, 18, 19, 
20 y 21 de la Ley 1438 de 2011, los Niños, las Niñas y los Adolescentes son sujetos de 
atención integral y preferente en salud mental. 
Artículo 24. Integración Escolar. El Estado, la familia y la comunidad deben 
propender por la integración escolar de los niños, niñas y adolescentes con trastorno 
mental. 
Los Ministerios de Educación y de la Protección Social o la entidad que haga sus 
veces, deben unir esfuerzos, diseñando estrategias que favorezcan la integración al aula 
regular y actuando sobre factores que puedan estar incidiendo en el desempeño escolar 
de los niños, niñas y adolescentes con trastornos mentales. 
Las Entidades Territoriales Certificadas en Educación deben adaptar los medios y 
condiciones de enseñanza, preparar a los educadores según las necesidades 
individuales, contando con el apoyo de un equipo interdisciplinario calificado en un 
centro de atención en salud cercano al centro educativo. 
Artículo 25. Servicios de salud mental para niños, niñas y adolescentes. Los entes 
territoriales, las empresas administradoras de planes de beneficios deberán disponer de 
servicios integrales en salud mental con modalidades específicas de atención para niños, 
niñas y adolescentes garantizando la atención oportuna, suficiente, continua, pertinente 
y de fácil accesibilidad a los servicios de promoción, prevención, detección temprana, 
diagnóstico, intervención, cuidado y rehabilitación psicosocial en salud mental en los 
términos previstos en la presente ley y sus reglamentos. 
TÍTULO V 
PLAN DE BENEFICIOS 
Artículo 26. Plan de beneficios. La Comisión de Regulación en Salud o la entidad 
que haga sus veces, deberá incluir en la actualización de los planes de beneficios de 
todos los regímenes, la cobertura de la salud mental en forma integral incluyendo 
actividades, procedimientos, intervenciones, insumos, dispositivos médicos, 
medicamentos y tecnologías en salud para la prevención, diagnóstico, tratamiento y 
rehabilitación, que se requieran con necesidad para la atención integral e integrada en 
salud mental de conformidad con lo preceptuado en la Ley 1438 de 2011, la presente 
ley y demás normatividad vigente y complementaria. 
TÍTULO VI 
PARTICIPACIÓN SOCIAL 
Artículo 27. Garantía de participación. En el marco de la Constitución Política, la 
ley y la Política Pública Nacional de Participación Social el Ministerio de Salud y 
Protección Social deberá garantizar la participación real, efectiva y vinculante de las 
personas, familias, cuidadores, comunidades y sectores sociales para el ejercicio de la 
ciudadanía activa en la formulación, implementación evaluación y ajuste construcción 
del modelo de atención, guías, protocolos, planes de beneficios, planes de salud pública, 
la política pública nacional de Salud Mental y demás en el ámbito de la salud mental. 
Artículo 28. Asociaciones de personas con trastornos mentales, sus familias o 
cuidadores. Sin perjuicio del ejercicio de la libertad de asociación establecida en la 
Constitución Política, las asociaciones, corporaciones o fundaciones de personas con 
trastornos mentales, sus familias o cuidadores harán parte de las redes o grupos de 
apoyo para la promoción de la salud mental y prevención de la enfermedad mental de 
conformidad con lo previsto en el artículo 13 de la presente ley. 
El Ministerio de la Protección Social expedirá los lineamientos técnicos para el 
cumplimiento de lo ordenado en este artículo, en un término no superior a ocho (8) 
meses a partir de la vigencia de la ley. 
Artículo 29. Consejo Nacional de Salud Mental. La instancia especializada creada en 
el artículo 10 de la Ley 1566 de 2012 se denominará Consejo Nacional de Salud Mental 
y será la instancia responsable de hacer el seguimiento y evaluación a las órdenes 
consignadas en la Ley 1566 de 2012 y la presente ley, Política Nacional de Salud 
Mental, Política Nacional para la reducción del consumo de sustancias estupefacientes o 
psicotrópicas y su impacto, Política Pública Nacional de Prevención y Atención a la 
adicción de sustancias psicoactivas y el Plan Decenal para la Salud pública en lo 
relativo a la salud mental. 
Este Consejo tendrá carácter consultivo bajo la coordinación del Ministerio de Salud 
y Protección Social a través de la Dirección de Salud Pública, la cual ejercerá la 
secretaría técnica del mismo y lo convocará mínimo dos (2) veces al ario. 
El Consejo es una instancia mixta integrada por: 
El-la Ministro-a de Salud y Protección Social o el Viceministro Delegado, quien lo 
presidirá. 
El-la Defensor-a del Pueblo o su delegado. 
El-la Director-a de Salud Pública, quien ejercerá la secretaría técnica de manera 
indelegable. 
Un (1) representante de cada uno de los siguientes colegios, consejos o 
asociaciones profesionales, Asociación Colombiana de Psiquiatría, Colegio 
Colombiano de Psicólogos, Asociación Nacional de Enfermeras, Consejo Nacional de 
Trabajo Social, Federación Médica Colombiana, Asociación Colombiana de 
Profesionales en Atención Prehospitalaria, Emergencias y Desastres, Asociación 
Colombiana de Terapia Ocupacional. 
Dos (2) representantes de los prestadores de servicios de Salud: Uno de la 
Asociación Colombiana de Hospitales y Clínicas; y uno de la Asociación Colombiana 
de Empresas Sociales del Estado y Hospitales Públicos ACESI. 
Dos (2) representantes de las asociaciones de pacientes, sus familiares o 
cuidadores de patologías en Salud Mental. 
Un (1) representante de las asociaciones de Facultades de las Ciencias de la Salud. 
Un (1) representante de las Facultades de las Ciencias Sociales. 
Un (1) representante de las organizaciones sociales y comunitarias. 
De conformidad con lo establecido en el artículo 10 de la Ley 1566 de 2012 las 
funciones de este consejo serán apoyadas por un equipo funcional interdisciplinario, 
idóneo y suficiente de servidores públicos de la planta del Ministerio expertos en la 
formulación, prestación, auditoría y calidad de servicios en salud mental y reducción 
del consumo de sustancias psicoactivas. 
Los representantes de las organizaciones profesionales, de pacientes y demás 
señalados en este artículo serán elegidos por aquellas, y su designación será 
oficialmente comunicada a la Secretaría Técnica del mismo. 
Parágrafo. En cada uno de los departamento del país se conformará el Consejo 
Departamental de Salud Mental, liderado por la Secretaría Departamental de Salud 
quien será la encargada de conformar y convocar dicho Consejo la cual estará integrada 
por los respectivos secretarios de Salud o quien haga sus veces en los municipios que 
integran el departamento y por los representantes de cada asociación en el departamento 
señalados en el presente artículo según la existencia de tales asociaciones en el 
Departamento. 
Estos Consejos Departamentales rendirán un informe anual en los términos de este 
artículo al Ministerio de Salud. 
Artículo 30. Funciones del Consejo Nacional de Salud Mental. Son funciones del 
Consejo: 
Preparar y presentar a las instancias y entidades pertinentes conceptos y 
recomendaciones producto del seguimiento y evaluación participativa y periódica a la 
implementación y cumplimiento de la Ley 1566 de 2012, la presente ley, Política 
Nacional de Salud Mental, Política Nacional para la reducción del consumo de 
sustancias estupefacientes o psicotrópicas y su impacto, Política Pública Nacional de 
Prevención y Atención a la adicción de sustancias psicoactivas, el modelo de atención, 
guías y protocolos en salud mental, Conpes y el Plan decenal para la salud pública en lo 
relativo a la salud mental. 
Revisar la ejecución de los planes de acción nacional y departamental para el 
cumplimiento de las leyes e instrumentos indicados en el numeral anterior. 
Plantear acciones de articulación intersectorial y transectorial que impacten la 
prevención y la atención integral en salud mental. 
Recomendar nuevos procesos administrativos y técnicos que surjan producto de la 
investigación, el monitoreo y evaluación de las leyes e instrumentos referidos en el 
numeral 1. 
Rendir y divulgar anualmente un informe integral de gestión, evaluación, 
resultados y cumplimiento de las leyes, políticas y planes señalados en el numeral 1 a la 
Procuraduría General de la Nación, Contraloría General de la República, Defensoría del 
Pueblo, Superintendencia Nacional de Salud y Comisiones Séptimas Constitucionales 
del Congreso de la República para lo de su competencia. 
TÍTULO VII 
CRITERIOS PARA UNA POLÍTICA PÚBLICA DE SALUD MENTAL 
Artículo 31. Política Pública Nacional de Salud Mental. El Ministerio de Salud y 
Protección Social tiene dieciséis (16) meses a partir de la fecha de expedición de la 
presente ley para ajustar y expedir mediante acto administrativo la Política Nacional de 
Salud Mental acorde con los cambios normativos y el perfil epidemiológico actual del 
país. 
Esta política deberá ser formulada e implementada bajo un enfoque de derechos, 
intersectorial, corresponsable y equitativo, en articulación con las demás políticas 
públicas vigentes incluyendo entre otros elementos: la atención integral mediante la 
promoción de la salud mental, la prevención de los problemas en salud mental 
individuales y colectivos, así como los trastornos mentales mediante la detección, la 
remisión oportuna, el seguimiento, el tratamiento integral y la rehabilitación psicosocial 
y continua en la comunidad con apoyo directo de los entes de salud locales. 
Esta política deberá incluir un Plan Nacional de Salud Mental para cada quinquenio 
en correspondencia con el Plan Decenal para la Salud Pública. El primer plan 
corresponderá a las acciones consignadas en el primer Plan Decenal para la Salud 
Pública. 
Artículo 32. Observatorio Nacional de Salud. Sin perjuicio de lo preceptuado en los 
artículos 8° y 9° de la Ley 1438 de 2011, el I Observatorio Nacional de Salud Organizar 
un área clave de trabajo en Salud Mental y Consumo de Sustancias psicoactivas y 
específicamente en esta área deberá: 
Organizar un área clave de trabajo en Salud Mental y Consumo de Sustancias 
psicoactivas. 
Generar información actualizada, válida, confiable y oportuna para la formulación 
de políticas y la orientación de intervenciones en el área de Salud Mental y Consumo de 
Sustancias Psicoactivas. 
Permitir el diagnóstico de la situación de salud mental de la población colombiana 
a través del examen y evaluación de las tendencias y distribución de los indicadores de 
Salud Mental y de sus efectos sobre la salud y el desarrollo general del país. 
Generar una plataforma tecnológica para la formación continua del talento 
humano en salud mental, el registro de indicadores y cifras en tiempo real, entre otras 
aplicaciones. 
Parágrafo. El Observatorio de Salud Mental y Sustancias Psicoactivas del Ministerio 
de Salud y Protección Social pasará en su integridad a formar parte del Observatorio 
Nacional de Salud como un área de este en los términos del presente artículo en un 
plazo no superior a seis meses a partir de la vigencia de la presente ley. 
Artículo 33. Acción transectorial e intersectorial. El Ministerio de la Protección 
Social o la entidad que haga sus veces y las autoridades territoriales de Salud 
desarrollarán en virtud de la política Nacional de Salud Mental la acción transectorial e 
intersectorial necesaria y pertinente para abordar los determinantes sociales que 
condicionan el estado de la salud mental de las personas. 
Parágrafo. Entre las acciones transectoriales se debe promover, fortalecer y gestionar 
lo necesario para garantizar a la ciudadanía su integración al medio escolar, familiar, 
social y laboral, como objetivo fundamental en el desarrollo de la autonomía de cada 
uno de los sujetos. 
Artículo 34. Salud mental positiva. El Ministerio de la Protección Social o la entidad 
que haga sus veces, priorizará en la Política Pública Nacional de Salud Mental, la salud 
mental positiva, promoviendo la relación entre salud mental, medio ambiente, actividad 
física, seguridad alimentaria, y nutricional como elementos determinantes en el 
desarrollo de la autonomía de las personas. 
TÍTULO VIII 
SISTEMA DE INFORMACIÓN EN SALUD MENTAL 
Artículo 35. Sistema de Vigilancia Epidemiológica. El Ministerio de Salud y 
Protección Social, las Direcciones Territoriales de Salud Departamentales, distritales y 
municipales a través del Observatorio Nacional de Salud deberán implementar sistemas 
de vigilancia epidemiológica en eventos de interés en salud mental incluyendo: 
violencias, consumo de sustancias psicoactivas, conducta suicida, víctimas del conflicto 
armado, entre otros, que permitan el fortalecimiento de los sistemas existentes tales 
como el sistema de vigilancia epidemiológica en violencia intrafamiliar, violencia 
sexual, maltrato infantil y peores formas de trabajo infantil (Sivim), sistema de 
vigilancia epidemiológica en consumo de sustancias psicoactivas (Vespa), sistema de 
vigilancia de lesiones de causa externa (Sisvelse), y el Registro Individual de la 
Prestación de Servicios de Salud. 
Artículo 36. Sistema de Información. El Ministerio de Salud y Protección Social o la 
entidad que haga sus veces, las Direcciones Territoriales de Salud Departamentales, 
distritales y municipales deberán generar los mecanismos para la recolección de la 
información de los Registros Individuales de Prestación de Servicios de Salud de salud 
mental e incluirlos en la Clasificación Única de Procedimientos en Salud. 
De igual forma incluirá dentro del sistema de información todos aquellos 
determinantes individuales o sociales de la Salud Mental a efectos de constituir una 
línea de base para el ajuste continuo de la prevención y atención integral en Salud 
Mental, así como para la elaboración, gestión y evaluación de las políticas y planes 
consagrados en la presente ley. 
La información recolectada deberá reportarse en el Observatorio Nacional de Salud. 
TÍTULO IX 
INSPECCIÓN, VIGILANCIA Y CONTROL 
Artículo 37. Inspección, vigilancia y control. La inspección, vigilancia y control de 
la atención integral en salud mental, estará a cargo de la Superintendencia Nacional de 
Salud y de los entes territoriales a través de las Direcciones Territoriales de Salud. 
La Superintendencia Nacional de Salud y los entes territoriales realizarán la 
inspección, vigilancia y control de las instituciones prestadoras de servicios de salud 
mental y Centros de Atención de Drogadicción, velando porque estas cumplan con las 
normas de habilitación y acreditación establecidas por el Sistema Obligatorio de 
Garantía de Calidad, así como con la inclusión de las redes de prestación de servicios de 
salud mental en su oferta de servicios y la prestación efectiva de dichos servicios de 
acuerdo con las normas vigentes. 
La Superintendencia Nacional de Salud presentará un informe integral anual de 
gestión y resultados dirigido a las Comisiones Séptimas Constitucionales de Senado y 
Cámara, a la Procuraduría General de la Nación, la Defensoría del Pueblo sobre el 
ejercicio de las funciones de inspección, vigilancia y Control en virtud de lo ordenado 
en la presente ley. 
TÍTULO X 
DISPOSICIONES FINALES 
Artículo 38. Incapacidades en Salud Mental. Las personas que por razón de algún 
trastorno mental se encuentren inhabilitados para desempeñar de manera temporal o 
permanente su profesión u oficio habitual, tendrán derecho a acceder a las prestaciones 
económicas generadas por incapacidad en las condiciones establecidas en las normas 
vigentes para los trabajadores dependientes e independientes. 
Artículo 39. Investigación e innovación en salud mental. En el marco del Plan 
Nacional de Investigación en Salud Mental el Ministerio de la Protección Social o la 
entidad que haga sus veces, y los entes territoriales asignarán recursos y promoverán la 
investigación en salud mental. Estas investigaciones se deben contemplar las prácticas 
exitosas, para ello será necesario el monitoreo y evaluación de los programas existentes 
en salud mental que estarán a cargo de Colciencias con la participación de las 
universidades públicas y privadas del país que cuenten con carreras en ciencias de la 
salud; Colciencias presentará un informe anual de investigación en salud mental. 
Asimismo, establecerá acciones de reconocimiento y fortalecimiento e incentivos no 
pecuniarios a las personas naturales y jurídicas, públicas y privadas, que realicen 
investigaciones sobresalientes en el campo de la Salud Mental en Colombia. 
Artículo 40. Tratamientos de alto costo y enfermedad laboral. El Ministerio de Salud 
y Protección Social y la Comisión de Regulación en Salud o la entidad que haga sus 
veces examinarán y ajustarán la clasificación actual de los tratamientos de alto costo, 
con el fin de introducir en dicho listado aquellas patologías y niveles de deterioro de la 
salud mental, que requieran intervención compleja, permanente y altamente 
especializada, que impliquen alto costo económico, con el ajuste correspondiente en los 
cálculos de la UPC, de todos los regímenes. 
De conformidad con lo preceptuado en el artículo 40  de la Ley 1562 de 2012 El 
Ministerio de Salud y Protección Social deberá actualizar la tabla de enfermedades 
laborales en Colombia, incluyendo aquellas patologías causadas por la exposición a 
factores de riesgo psicosociales en el trabajo. 
Artículo 41. Conpes en Salud Mental. El Gobierno Nacional expedirá un documento 
Conpes para el fortalecimiento de la Salud Mental de la población colombiana en 
concurso con los actores institucionales y sociales. 
Artículo 42. Reglamentación e implementación. El Gobierno Nacional en un término 
no mayor a treinta (30) días a partir de la vigencia de la presente ley, establecerá 
mediante acto administrativo un cronograma de reglamentación e implementación de la 
presente ley que le permita la construcción de la agenda estratégica para el 
cumplimiento e implementación de las órdenes contenidas en la presente ley. 
Artículo 43. Aportes del Fondo para la Rehabilitación, Inversión Social y Lucha 
Contra el Crimen Organizado (Frisco) a las Enfermedades Crónicas en Salud Mental. 
El Consejo Nacional de Estupefacientes a través del Fondo para la Rehabilitación, 
Inversión Social y Lucha contra el Crimen Organizado, contribuirá en la financiación en 
inversión social a través del Ministerio de Salud en programas para la atención y 
tratamiento de las enfermedades crónicas en salud mental. 
El Consejo Nacional de Estupefacientes a través del Fondo para la Rehabilitación, 
Inversión Social y Lucha contra el Crimen Organizado, contribuirá en la financiación en 
inversión social a través del Ministerio de Educación con la asesoría del Ministerio de 
Salud en la promoción y prevención de las enfermedades en salud mental enfatizando 
en los factores protectores y de riesgo, en su automanejo dirigido a los individuos, 
población escolarizada y familias. 
Artículo 44. Vigencia y derogatorias. La presente ley rige a partir de la fecha de su 
publicación y deroga las normas que le sean contrarias. 
El Presidente del honorable Senado de la República, 
Roy Leonardo Barreras Montealegre. 
El Secretario General de honorable Senado de la Republica, 
Gregorio Eljach Pacheco. 
El Presidente de la honorable Cámara de Representantes, 
Augusto Posada Sánchez. 
El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes, 
Jorge Humberto Mantilla Serrano. 
REPÚBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL 
Publíquese y cúmplase. 
Dada en Bogotá, D.C., a 21 de enero de 2013. 
JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN 
El Ministro de Hacienda y Crédito Público, 
La Ministra de Justicia y del Derecho, 
El Ministro de Salud y Protección Social, 
Mauricio Cárdenas Santamaría. 
Ruth Stella Correa Palacio. 
Alejandro Gaviria Uribe. 
LEY No. 1:- 5 '7  
"POR LA CUAL SE DICTAN NORMAS DE SENSIBILIZACIÓN, 
PREVENCIÓN Y SANCIÓN DE FORMAS DE VIOLENCIA Y 
DISCRIMINACIÓN CONTRA LAS MUJERES, SE REFORMAN LOS 
CÓDIGOS PENAL, DE PROCEDIMIENTO PENAL, LA LEY 294 DE 1996 
Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES" 




Artículo 1°. Objeto de la ley. La presente ley tiene por objeto la adopción 
de normas que permitan garantizar para todas las mujeres una vida libre de 
violencia, tanto en el ámbito público como en el privado, el ejercido de los 
derechos reconocidos en el ordenamiento jurídico interno e internacional, el 
acceso a los procedimientos administrativos y judiciales para su protección y 
atención, y la adopción de las políticas públicas necesarias para su realización. 
Artículo 20. Definición de violencia contra la mujer. Por violencia contra 
la mujer se entiende cualquier acción u omisión, que le cause muerte, daño o 
sufrimiento físico, sexual, psicológico, económico o patrimonial por su 
condición de mujer, así como las amenazas de tales actos, la coacción o la 
privación arbitraria de la libertad, bien sea que se presente en el ámbito 
público o en el privado. 
Para efectos de la presente ley, y de conformidad con lo estipulado en los 
Planes de Acción de las Conferencias de Viena, Cairo y Beijing, por violencia 
económica, se entiende cualquier acción u omisión orientada al abuso 
económico, el control abusivo de las finanzas, recompensas o castigos 
monetarios a las mujeres por razón de su condición social, económica o 
política. Esta forma de violencia puede consolidarse en las relaciones de 
pareja, familiares, en las laborales o en las económicas. 
Artículo 30. Concepto de daifa contra la mujer. Para Interpretar esta ley, 
se establecen las siguientes definiciones de daño: 
a. Daño psicológico: Consecuencia proveniente de la acción u omisión 
destinada a degradar o controlar las acciones, comportamientos, creencias y 
decisiones de otras personas, por medio de intimidación, manipulación, 
amenaza, directa o indirecta, humillación, aislamiento o cualquier otra 
conducta que Implique un perjuicio en la salud psicológica, la 
autodeterminación o el desarrollo personal. 
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Daño o sufrimiento físico: Riesgo o disminución de la integridad corporal de 
una persona. 
Daño o sufrimiento sexual: Consecuencias que provienen de la acción 
consistente en obligar a una persona a mantener contacto sexualizado, físico 
o verbal, o a participar en otras interacciones sexuales mediante el uso de 
fuerza, intimidación, coerción, chantaje, soborno, manipuladón, amenaza o 
cualquier otro mecanismo que anule o limite la voluntad personal. 
Igualmente, se considerará daño o sufrimiento sexual el hecho de que la 
persona agresora obligue a la agredida a realizar alguno de estos actos con 
terceras personas. 
Daño patrimonial: Pérdida, transformación, sustracción, destrucción, 
retención o distracción de objetos, instrumentos de trabajo, documentos 
personales, bienes, valores, derechos o económicos destinados a satisfacer las 
necesidades de la mujer. 
Artículo 4. Criterios de Interpretación. Los principios contenidos en la 
Constitución Política, y en los Tratados o Convenios Internacionales de 
derechos humanos ratificados por Colombia, en especial la convención sobre 
la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer y la 
convención interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia 
contra la mujer, las demás leyes, la jurisprudencia referente a la materia, 
servirán de guía para su Interpretación y aplicación. 
Artículo 50. Garantías mínimas. La enunciación de los derechos y 
garantías contenidos en el ordenamiento jurídico, no debe entenderse como 
negación de otros que siendo inherentes a las mujeres no figuren 
expresamente en él. 
CAPITULO LI 
Principios 
Artículo 6°. Principio La interpretación y aplicación de esta ley se hará de 
conformidad con las siguientes principios: 
Igualdad real y efectiva. Co donde al Estado diseñar, implementar y 
evaluar políticas públicas para lograr el acceso de las mujeres a los servicios y 
el cumplimiento real de sus derechos. 
Derechos humanos. Los derechos de las mujeres son Derechos 
Humanos. 
Principio de Corresponsabilidad. la sociedad y la Familia son 
responsables de respetar los derechos de las mujeres y de contribuir a la 
eliminación de la violencia contra ellas. El Estado es responsable de prevenir, 
Investigar y sancionar toda forma de violencia contra las mujeres. 
Integralidad. La atención a las mujeres víctimas de violencia 
comprenderá información, prevención, orientación, protección, sanción, 
reparación y estabilización. 
Autonomía El Estado reconoce y protege la independencia de las mujeres 
para tomar sus propias decisiones sin interferencias indebidas, 
Coordinación. Todas las entidades que tengan dentro de sus funciones la 
atención a las mujeres víctimas de violencia deberán ejercer acciones 
coordinadas y articuladas con el fin de brindarles una atención integral. 
No Discriminación. Todas las mujeres con Independencia de sus 
circunstancias personales, sociales o económicas 'ales corno edad, etnia. 
Orientación sexual, procedencia rural o urbana, religión entre otras, tendrán 
garantizados los derechos establecidos en esta ley a través una previsión de 
estándares mínimos en todo el territorio nacional. 
Atención Diferenciada. El Estado garantizará la atención a las 
necesidades y circunstancias específicas de colectivos de mujeres 
especialmente vulnerables o en riesgo, de tal manera que se asegure su 
acceso efectivo a los derechos consagrados en la presente ley. 
CAPITULO III 
Derechos 
Articulo 7°. Derechos de las Mujeres. Además de otros derechos 
reconocidos en la ley o en tratados y convenios internacionales debidamente 
ratificados, las mujeres tienen derecho a una vida digna, a la integridad física, 
sexual y psicológica, a la intimidad, a no ser sometidas a tortura o a tratos 
crueles y degradantes, a la igualdad real y efectiva, a no ser sometidas a 
forma alguna de discriminación, a la libertad y autonomía, al libre desarrollo 
de la personalidad, a la salud, a la salud sexual y reproductiva y a la 
seguridad personal. 
Artículo 80. Derechos de las víctimas de Violencia. Toda víctima de 
alguna de las formas de violencia previstas en la presente ley, además de los 
contemplados en el artículo 11 de la Ley 906 de 2004 y el artículo 15 de la 
Ley 360 de 1997, tiene derecho a: 
Recibir atención integral a través de servidos con cobertura suficiente, 
accesible y de la calidad. 
Recibir orientación, asesoramiento jurídico y asistencia técnica legal con 
carácter gratuito, inmediato y especializado desde el momento en que el 
hecho constitutivo de violencia se ponga en conocimiento de la autoridad. Se 
podrá ordenar que el agresor asuma los costos de esta atención y asistencia. 
Corresponde al Estado garantizar este derecho realizando las acciones 
correspondientes frente al agresor y en todo caso garantizará la prestación de 
este servicio a través de la defensoría pública. 
Recibir información clara, completa, veraz y oportuna en relación con sus 
derechos y con los mecanismos y procedimientos contemplados en la 
presente ley y demás normas concordantes; 
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Dar su consentimiento informado para los exámenes medico-legales en los 
casos de violencia sexual y escoger el sexo del facultativo para la práctica de 
los mismos dentro de las posibilidades ofrecidas por el servido. las entidades 
promotoras y prestadoras de servidos de salud promoverán la existencia de 
facultativos de ambos sexos para la atención de víctimas de violencia. 
Recibir Información clara, completa, veraz y oportuna en relación con la 
salud sexual y reproductiva; 
Ser tratada con reserva de identidad al recibir la aslseiicia médica, legal, o 
asistencia social respecto de sus datos personales, los de sus descendientes o 
los de cualquiera otra persona que esté bajo su guarda o custodia; 
Recibir asistencia médica, psicológica, psiquiatrica y forense especializada e 
integral en los términos y condiciones establecidos en el ordenamiento jurídico 
para ellas y sus hijos e hijas. 
Acceder a los mecanismos de protección y atención para ellas, sus hijos e 
hijas; 
La verdad, la justicia, la reparación y garantías de no repetición frente a los 
hechos constitutivos de violencia; 
La estabilización de su situación conforme a los términos previstos en esta 
ley. 
A decidir voluntariamente si puede ser confrontada con el agresor en 
cualquiera de los espacios de atención y en los procedimientos 
administrativos, judiciales o de otro tipo. 
CAPITULO IV 
Medidas de sensibilización y prevención 
Articulo 90. Medidas de sensibilización y prevención. Todas las 
autoridades encargadas de formular e implementar políticas públicas deberán 
rewnocer las diferencias y desigualdades sociales, biológicas en las relaciones 
entre las personas según el sexo, la edad, la etnia y el rol que desempeñan 
en la familia y en el grupo social. 
El Gobierno Nacional: 
1, Formulará, aplicará, actualizará estrategias, planes y programas Nacionales 
integrales para la prevención y la erradicación de todas las formas de 
violencia contra la mujer. 
2. Ejecutará programas de formación para los servidores públicos que 
garanticen la adecuada prevención, protección y atención a las mujeres 
víctimas de la violencia, con especial énfasis en los operadores/as de justicia, 
el personal de salud y las autoridades de policía. 
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Implementará en los ámbitos mencionados las recomendaciones de los 
organismos internacionales, en materia de Derechos Humanos de las mujeres. 
Desarrollará planes de prevención, detección y atención de situaciones de 
acoso, agresión sexual o cualquiera otra forma de violencia contra las 
mujeres. 
Implementará medidas para fomentar la sanción social y la denuncia de las 
prácticas discriminatorias y la violencia contra las mujeres. 
Fortalecerá la presencia de las instituciones encargadas de prevención, 
protección y atención de mujeres víctimas de violencia en las zonas 
geográficas en las que su vida e integridad corran especial peligro en virtud 
de situaciones de conflicto por acciones violentas de actores armados. 
Desarrollará programas de prevención, proteujón y atención para las 
mujeres en situación de desplazamiento frente a los actos de violencia en su 
contra. 
Adoptar medidas para investigar o sancionar a los miembros de la policía, 
las fuerzas armadas, las fuerzas de seguridad y otras fuerzas que realicen 
actos de violencia contra las niñas y las mujeres, que se encuentren en 
situaciones de conflicto, por la pr~ncia de actores armados. 
Las entidades responsables en el marco de la presente ley aportarán la 
Información referente a violencia de genero al sistema de información que 
determine el Ministerio de Protección Social y a la Consejería Presidencial 
para la Equidad de la Mujer, a través del Observatorio de Asuntos de Género, 
para las labores de información, monitoreo y seguimiento. 
Departamentos y Municipios 
El tema de violencia contra las mujeres será incluido en la agenda de los 
Consejos para la Política Social. 
Los planes de desarrollo municipal y departamental incluirán un capítulo 
de prevención y atención para las mujeres víctimas de la violencia. 
Artículo 10°. Comunicaciones. El Ministerio de Comunicaciones elaborará 
programas de difusión que contribuyan a erradicar la violencia contra las 
mujeres en todas sus formas, a garantizar el respeto a la dignidad de la mujer 
y a fomentar la igualdad entre hombres y mujeres, evitando toda 
discriminación contra ellas. 
Artículo 11. Medidas Educativas. El Ministerio de Educación, además de 
las señaladas en otras leyes, tendrá las siguientes funciones: 
1. Velar para que las instituciones educativas incorporen la formación en el 
respeto de los derechos, libertades, autonomía e Igualdad entre hombres y 
mujeres como parte de la cátedra en Derechos Humanos. 
e. «alamar 
Desarrollar políticas y programas que contribuyan a sensibilizar, capacitar y 
entrenar a la comunidad educativa, especialmente docentes, estudiantes y 
padres de familia, en el tema de la violencia contra las mujeres. 
Diseñar e implementar medidas de prevención y protección frente a la 
desescolarización de las mujeres víctimas de cualquier forma de violencia. 
Promover la participación de las mujeres en los programas de habilitación 
ocupacional y formación profesional no tradicionales para ellas, especialmente 
en las ciencias básicas y las ciencias aplicadas. 
Artículo 12. Medidas en el ámbito laboral. El Ministerio de la Protección 
Sodal, además de las señaladas en otras leyes, tendrá las siguientes 
funciones: 
Promoverá el reconocimiento social y económico del trabajo de las mujeres 
e Implementará mecanismos para hacer efectivo el derecho a la Igualdad 
salarial. 
Desarrollará campañas para erradicar todo acto de discriminadón y 
violencia contra las mujeres en el ámbito laboral. 
Promoverá el ingreso de las mujeres a espacios productivos no 
tradicionales para las mujeres. 
Parágrafo. Las Administradoras de Riesgos Profesionales (ARP) los 
empleadores y o contratantes, en lo concerniente a cada uno de ellos, 
adoptarán procedimientos adecuados y efectivos para: 
Hacer efectivo el derecho a la igualdad salarial de las mujeres. 
Tramitar las quejas de acoso sexual y de.otras formas de violencia contra la 
mujer contempladas en esta ley. Estas normas se aplicarán también a las 
cooperativas de trabajo asociado y a las demás organizaciones que tengan un 
objeto similar. 
El Ministerio de la Protección Social velará porque las Administradoras de 
Riesgos Profesionales (ARP) y las Juntas Directivas de las Empresas den 
cumplimiento a lo dispuesto en este parágrafo. 
Artículo 13. Medidas en el ámbito de la salud. El Ministerio de la 
Protección Social, además de las señaladas en otras leyes, tendrá las 
siguientes fondones: 
1. Elaborará o actualizará los protocolos y guías de actuación de las 
instituciones de salud y de su personal ante los casos de violencia contra las 
mujeres. En el marco de la presente ley, para la elaboración de los protocolos 
el Ministerio tendrá especial cuidado en la atención y protekción de las 
víctimas. 
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Reglamentará el Plan Obligatorio de Salud para que incluya las actividades 
de atención a las víctimas que corresponda en aplicación de la presente ley, y 
en particular aquellas definidas en los literales a., b. y c. del artículo 19 de la 
misma 
Contemplará en los planes nacionales y territoriales de salud un apartado 
de prevención e intervención integral en violencia contra las mujeres. 
Promoverá el respeto a las decisiones de las mujeres sobre el ejercicio de 
sus derechos sexuales y reproductivos. 
Parágrafo. El Plan Nacional de Salud definirá acciones y asignará recursos 
para prevenir la violencia contra las mujeres como un componente de las 
acciones de salud pública. Todos los planes y programas de salud pública en 
el nivel territorial contemplarán acciones en e/ mismo sentido 
Artículo 14. Deberes de/a familia. La familia tendrá el deber de promover 
los derechos de las mujeres en todas sus etapas vitales reconocidos, 
consagrados en esta ley y así mismo la eliminación de todas las formas de 
violencia y desigualdad contra la mujer. 
Son deberes de la familia para estos efectos: 
Prevenir cualquier acto que amenace o vulnere los derechos de las mujeres 
señalados en esta ley. 
Abstenerse de realizar todo acto o conducta que implique maltrato físico, 
sexual, psicológico o patrimonial contra las mujeres. 
Abstenerse de realizar todo acto o conducta que implique discriminación 
contra las mujeres. 
Participar en los espacios democráticos de discusión, diseño, formulación y 
ejecución de políticas, planes, programas y proyectos de interés para la 
eliminación de la discriminación y la violencia contra las mujeres. 
Promover la participación y el respeto de las mujeres en las dedsiones 
relacionadas con el entorno familiar. 
Respetar y promover el ejercido de la autonomía de las mujeres. 
Respetar y promover el ejercicio de los derechos sexuales y reproductivos 
de las mujeres. 
Respetar las manifestaciones culturales, religiosas, políticas y sexuales de 
las mujeres. 
Proporcionarle a las mujeres discapacitadas un trato digno e igualitario con 
todos los miembros de la familia y generar condiciones de equidad, de 
oportunidades y autonomía para que puedan ejercer sus derechos. Habilitar 
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espacios adecuados y garantizarles su participación en los asuntos 
relacionados con su entorno familiar y social. 
10. Realizar todas las acciones que sean necesarias para asegurar el ejercido 
de los derechos de las mujeres y eliminar la violencia y discriminación en su 
contra en el entorno de la familia. 
Parágrafo. En los pueblos indígenas, comunidades afrodescendientes y los 
demás grupos étnicos las obligadones de la familia se establecerán de 
acuerdo con sus tradiciones y culturas, siempre que no sean contrarias a la 
Constitución Política y a los instrumentos internacionales de Derechos 
Humanos. 
Articulo 15. Obligaciones de la Sociedad. En cumplimiento del principio 
de conesponsabllidad las organizaciones de la sociedad dvil, las asociaciones, 
las empresas, el comercio organizado, los gremios económicos y demás 
personas jurídicas y naturales, tienen la responsabilidad de tomar parte activa 
en el logro de la eliminación de la violencia y la discriminación contra las 
mujeres. Para estos efectos deberán: 
Conocer, respetar y promover los derechos de las mujeres iewnocidos 
señalados en esta ley. 
Abstenerse de realizar todo acto o conducta que implique maltrato físico, 
sexual, psicológico o patrimonial contra las mujeres. 
Abstenerse de realizar todo acto o conducta que implique discriminación 
contra las mujeres. 
Denundar las violaciones de los derechos de las mujeres y la violencia y 
discriminación en su contra. 
Participar activamente en la formulación, gestión, cumplimiento, evaluación 
y control de las políticas públicas relacionadas con los derechos de las mujeres 
y la eliminación de la violencia y la discriminación en su contra. 
Colaborar con las autoridades en la aplicación de las disposiciones de la 
presente ley y en la ejecución de las políticas que promuevan los derechos de 
las mujeres y la eliminación de la violencia y la discriminación en su contra. 
Realizar todas las acciones que sean necesarias para asegurar el ejercicio 
de los derechos de las mujeres y eliminar la violencia y discriminación en su 
contra. 
CAPITULO V 
Medidas de protecdón 
Artículo 16. El artículo 4° de la Ley 294 de 1996, modificado por el artículo 
1° de la Ley 575 de 2000 quedará así: 
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"Artículo 40. Toda persona que dentro de su contexto familiar seo víctima de 
daño físico, psíquico o daño a su integridad sexual, amenaza, agravio, ofensa 
o cualquier otra forma de agresión por parte de otro miembro del grupo 
familiar, podrá pedir, sin perjuicio de las denuncias penales a que hubiere 
lugar, al comisario de familia del lugar donde ocurrieren los hechos y a falta 
de este al Juez Civil Municipal o Promiscuo Municipal, una medida de 
protección Inmediata que ponga fin a la violencia, maltrato o agresión o evite 
que esta se realice cuando fuere inminente. 
Cuando en el domicilio de la persona agredida hubiere más de un despacho 
judicial competente para conocer de esta acción, la petición se someterá en 
forma inmediata a reparto. 
Parágrafo. En los casos de violencia intrafamiliar en las comunidades 
indígenas, el competente para conocer de estos casos es la respectiva 
autoridad indígena, en desarrollo de la jurisdicción especial prevista por la 
Constitución Nacional en el artículo 246". 
Artículo 17. El artículo 50 
 de la Ley 294 de 1996, modificado por el ardc-ulo 
2° de la Ley 575 de 2000 quedará así: 
"Artículo 5°. Medidas de protección en casos de violencia intrafarniliar. Si la 
autoridad competente determina que el solicitante o un miembro de un grupo 
familiar ha sido víctima de violencia, emitirá mediante providencia motivada 
una medida definitiva de protección, en la cual ordenará al agresor abstenerse 
de realizar la conducta objeto de la queja, o cualquier otra similar contra la 
persona ofendida u otro miembro del grupo familiar. El funcionario podrá 
imponer, además, según el caso, las siguientes medidas, sin perjuicio de las 
establecidas en el artículo 18 de la presente ley: 
Ordenar al agresor el desalojo de la casa de habitadón que comparte con 
la víctima, cuando su presencia constituye una amenaza para la vida, la 
Integridad física o la salud de cualquiera de los miembros de la familia; 
Ordenar al agresor abstenerse de penetrar en cualquier lugar donde se 
encuentre la víctima, cuando a juicio del funcionario dicha limitación resulte 
necesaria para prevenir que aquel perturbe, intimide, amenace o de cualquier 
otra forma Interfiera con la víctima o con los menores, cuya custodia 
provisional le haya sido adjudicada. 
Prohibir al agresor esconder o trasladar de la residencia a los niños, niñas y 
personas discapacitadas en situación de indefensión miembros del grupo 
familiar, sin perjuicio de las acciones penales a que hubiere lugar; 
Obligación de acudir a un tratamiento reeducativo y terapéutico en una 
institución pública o privada que ofrezca tales servidos, a costa del agresor. 
Si fuere necesario, se ordenará al agresor el pago de los gastos de 




Cuando la violencia o maltrato revista gravedad y se tema su repetición la 
autoridad competente ordenará una protección temporal especial de la víctima 
por parte de las autoridades de policía, tanto en su domicilio como en su lugar 
de trabajo, si lo tuviere; 
Ordenar a la autoridad de policía, previa solicitud de la víctima el 
acompañamiento a esta para su reingreso al lugar de domicilio cuando ella se 
haya visto en la obligación de salir para proteger su seguridad; 
Decidir provisionalmente el régimen de visitas, la guarda y custodia de los 
hijos e hijas si los hubiere, sin perjuicio de la competencia en materia civil de 
otras autoridades, quienes podrán ratificar esta medida o modificarla; 
Suspender al agresor la tenencia, porte y uso de armas, en G350 de que 
estas sean indispensables para el ejercido de su profesión u olido, la 
suspensión deberá ser motivada; 
Decidir provisionalmente quién tendrá a su cargo las pensiones 
alimentarlas, sin ocluido de la competencia en materia civil de otras 
autoridades quienes podrán ratificar esta medida o modificada; 
Decidir provisionalmente el uso y disfrute de la vivienda familiar, sin 
perjuicio de la competencia en materia civil de otras autoridades quienes 
podrán ratificar esta medida o modificarla; 
I) Prohibir, al agresor la realizadón de cualquier acto de enajenación o 
gravamen de bienes de su propiedad sujetos a registro, si tuviere sociedad 
conyugal o patrimonial vigente. Para este efecto, oficiará a las autoridades 
competentes. Esta medida sera decretada por Autoridad Judicial; 
Ordenar al agresor la devolución inmediata de los objetas de uso personal, 
documentos de identidad y cualquier otro documento u objeto de propiedad o 
custodia de la víctima; 
Cualquiera otra medida necesaria para el cumplimiento de los objetivos de 
la presente ley. 
Parágrafo 1°. En los procesos de divorcio o de separación de cuerpos por 
causal de maltrato, el juez podrá decretar cualquiera de las medidas de 
protección consagradas en este artículo. 
Parágrafo 20. Estas mismas medidas podrán ser dictadas en forma provisional 
e inmediata por la autoridad judicial que conozca de los delitos que tengan 
origen en aLlus de violencia intrafamiliar. 
Parágrafo 30. La autoridad competente deberá remitir todos los casos de 
violencia intrafamillar a la Fiscalía General de la Nación para efectos de la 
investigación del delito de violencia intrafamillar y posibles delitos conexos". 
Articulo 18. Medidas de protección en casos de violencia en ámbitos 
diferentes al familiar. Las mujeres víctimas de cualquiera de las 
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modalidades de violencia contempladas en la presente ley, además de las 
contempladas en el artículo 5° de la Ley 294 de 1996 y sin perjuicio de los 
procesos judiciales a que haya lugar, tendrán derecho a la protección 
Inmediata de sus derechos, mediante medidas especiales y expeditas, entre 
las que se encuentran las siguientes: 
a) Remitir a la víctima y a sus hijas e hijos a un sitio donde encuentren la 
guarda de su vida, dignidad, e integridad y la de su grupo familiar. 
c.) Ordenar el traslado de la institución carcelaria o penitenciaria para las 
mujeres privadas de la libertad; 
d) Cualquiera otra medida necesaria para el cumplimiento de los propósitos 
de la presente ley. 
CAPMJLO VI 
Medidas de atención 
Artículo 19. Las medidas de atención previstas en esta ley y las que 
implementen el Gobierno Nacional y las entidades territoriales, buscarán 
evitar que la atención que reciban la víctima y el agresor sea proporcionada 
por la misma persona y en el mismo lugar. En las medidas de atención se 
tendrán en cuenta las mujeres en situación especial de riesgo. 
Garantizar la habitación y alimentación de la víctima a través del Sistema 
General de Seguridad Social en Salud. Las Empresas Promotoras de Salud y 
las Administradores de Régimen Subsidiado, prestarán servidos de habitación 
y alimentación en las instituciones prestadoras de servicios de salud, o 
contratarán servicios de hotelería para tales fines; en todos los casos se 
incluirá el servicio de transporte de las víctimas, de sus hijos e hijas. 
Adicionalmente, contarán con sistemas de referencia y contrarreferencia para 
la atención de las víctimas, siempre garantizando la guarda de su vida, 
dignidad, e integridad. 
Cuando la víctima decida no permanecer en los servicios hoteleros 
disponibles, o estos no hayan sido contratados, se asignará un subsidio 
monetario mensual para la habitación y alimentación de la víctima, sus hijos 
es hija, siempre y cuando se verifique que el mismo será utilizado para 
sufragar estos gastos en un lugar diferente a que habite el agresor. Así 
mismo este subsidio estará condicionado a la asistencia a citas médicas, 
sicológicas o siquiátricas que requiera la víctima. 
En el régimen contributivo éste subsidio será equivalente al monto de la 
cotización que haga la víctima al Sistema General de Seguridad Social en 
Salud, y para el régimen subsidiado será equivalente a un salario mínimo 
mensual vigente. 
Las Empresas Promotoras de Salud y las Administradoras de Régimen 
Subsidiado serán las encargadas de la prestación de servicios de asistencia 
médica, sicológica y siquiátrica a las mujeres víctimas de violencia, a sus hijos 
e hijas.  
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Parágrafo 1°. La aplicación de las medidas definidas en los literales a. y b. 
será hasta por seis meses, prorrogables hasta por seis meses más siempre y 
cuando la situadón lo amerlte. 
Parágrafo 2°. La aplicación de éstas medidas se hará con cargo al Sistema 
General de Seguridad Social en Salud. 
Parágrafo 30 
 La ubicación de las víctimas será reservada para garantizar su 
protección y seguridad, y las de sus hijas es hijas 
Artículo 20. Información. Los municipios y distritos suministrarán 
información y asesoramiento a mujeres víctimas de violencia adecuada a su 
situación personal, sobre los servicios disponibles, las entidades encargadas 
de la prestación de dichos servidos, los procedimientos legales pertinentes y 
las medidas de reparación existentes. 
Las líneas de atención existentes en los municipios y los distritos informarán 
de manera inmediata, precisa y completa a la comunidad y a la víctima de 
alguna de las formas de violencia, los mecanismos de protección y atención a 
la misma. 
Se garantizará a través de los medios necesarios que las mujeres victimas de 
violencia con discapacidad, que no sepan leer o escribir, o aquellas que 
hablen una lengua distinta al español, tengan acceso integral y adecuado a la 
información sobre los deled tos y recursos existentes. 
Artículo 21. Acreditación de las situaciones de violencia. Las 
situaciones de violencia que dan lugar a la atención de las mujeres sus hijos e 
hijas, se acreditarán con la medida de protección expedida por la autoridad 
competente, sin que puedan exigirse requisitos adicionales. 
Articulo 22. Estabilización de las víctimas: Para la estabilización de las 
víctimas, la autoridad competente podrá: 
Solicitar el acceso preferencial de la víctima a cursos de educación técnica o 
superior, incluyendo los programas de subsidios de alimentación, matrícula, 
hospedaje, transporte, entre otros. 
Ordenar a los padres de la víctima el reingreso al sistema educativo, si esta 
es menor de edad. 
C. Ordenar el acceso de la víctima a actividades extracurriculares, o de uso del 
tiempo libre, si esta es menor de edad. 
d. Ordenar el acceso de la víctima a semintemados, externados, o 
intervenciones de apoyo, si esta es menor de edad. 
Artículo 23. Los empleadores que ocupen trabajadoras mujeres víctimas de 
la violencia comprobada, y que estén obligados a presentar declaración de 
renta y complementarios, tienen derecho a deducir de la renta el 200% del 
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valor de los salarios y prestaciones sociales pagados durante el año o período 
gravable, desde que exista la relación laboral, y hasta por un periodo de tres 
años. 
CAPITULO VII 
De las sanciones 
Artículo 24. Adiciónense al articulo 43 de la Ley 599 de 2000 los siguientes 
numerales: 
La prohibición de aproximarse a la víctima y/o a integrantes de su grupo 
familiar. 
La prohibición de comunicarse con la víctima y/o con integrantes de su 
grupo familiar. 
Parágrafo. Para efectos de este artículo integran el grupo familiar: 
Los cónyuges o compañeros permanentes; 
El padre y la madre de familia, aunque no convivan en un mismo lugar; 
Los ascendientes o descendientes de los anteriores y los hijos adoptivos; 
Todas las demás personas que de manera permanente se hallaren 
Integrados a la unidad doméstica. 
Para los efectos previstos en este artículo, la afinidad será derivada de 
cualquier forma de matrimonio, unión libre. 
Artículo 25. Adiciónese al artículo 51 de la Ley 599 de 2000 el siguiente 
inciso: 
La prohibición de acercarse a la víctima y/o a integrantes de su grupo familiar 
y la de comunicarse con ellos, en el caso de delitos relacionados con violencia 
intrafamiliar, estará vigente durante el tiempo de la pena prindpal y hasta 
doce (12) meses más. 
Artículo 26. Modifíquese el numeral 1 y adiciónese el numeral 11 al artículo 
104 de la Ley 599 de 2000 así: 
1. En los cónyuges o compañeros permanentes; en el padre y la madre de 
familia, aunque no convivan en un mismo hogar, en los ascendientes o 
descendientes de los anteriores y los hijos adoptivos; y en todas las demás 
personas que de manera permanente se hallare integrada a la unidad 
doméstica. 
11. Si se cometiere contra una mujer por el hecho de ser mujer. 
Artículo 27. Adiciónpse al artículo 135 de la Ley 599 de 2000, el siguiente 
indso: 
La pena prevista en este artículo se aumentará de la tercera parte a la mitad 
cuando se cometiere contra una mujer por el hecho de ser mujer. 
Articulo 28. El numeral 4 del artículo 170 de la Ley 599 de 2000 quedará así: 
Si se ejecuta la conducta respecto de pariente hasta cuarto grado de 
consanguinidad, cuarto de afinidad o primero civil, sobre cónyuge o 
compañera o compañero permanente, o contra cualquier persona que de 
manera permanente se hallare integrada a la unidad doméstica, o 
aprovechando la confianza depositada por la víctima en el autor o en alguno o 
algunos de los partícipes. Para los efectos previstos en este artículo, la 
afinidad será derivada de cualquier forma de matrimonio o de unión libre. 
Artículo 29. Adiciónese al Capítulo Segundo del Título IV del Libro Segundo 
de la Ley 599 de 2000, el siguiente artículo: 
"Artículo 210 A. Acoso sexual. El que en beneficio suyo o de un tercero y 
valiéndose de su superioridad manifiesta o reladones de autoridad o de 
poder, edad, sexo, posición laboral, social, familiar o económica, acose, 
persiga, hostigue o asedie física o verbalmente, con fines sexuales no 
consentidos, a otra persona, incurrirá en prisión de uno (1) a tres (3) años". 
Artículo 30. Modifíquese el numeral 5 y adiciónense los numerales 7 y 8 al 
artículo 211 de la Ley 599 de 2000 así: 
La conducta se realizare sobre pariente hasta cuarto grado de 
consanguinidad, cuarto de afinidad o primero civil, sobre cónyuge o 
compañera o compañero permanente, o contra cualquier persona que de 
manera permanente se hallare integrada a la unidad doméstica, o 
aprovechando la confianza depositada por la víctima en el autor o en alguno o 
algunos de los partícipes. Para los efectos previstos en este artículo, la 
afinidad será derivada de cualquier forma de matrimonio o de unión libre. 
Si se cometiere sobre personas en situación de vulnerabilidad en razón de 
su edad, etnia, discapacidad física, psíquica o sensorial, ocupación u oficio. 
Si el hecho se cometiere con la intención de generar control social, temor 
u obediencia en la comunidad". 
Artículo 31. Modifíquese el numeral 3 y adiciónese el numeral 4 al artículo 
216 de la Ley 599 de 2000 así: 
"3. Se realizare respecto de pariente hasta cuarto grado de consanguinidad, 
cuarto de afinidad o primero civil, sobre cónyuge o compañera o compañero 
permanente, o contra cualquier persona que de manera permanente se 
hallare integrada a la unidad doméstica, o aprovechando la confianza 
depositada por la víctima en el autor o en alguno o algunos de los partícipes. 
Para los efectos previstos en este artículo, la afinidad será derivada de 
cualquier-forma-de-rnatrimonio-ó-de-unión-libni— ___ 
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4. Se cometiere sobre personas en situaciói de vulnerabilidad en razón de 
su edad, etnia, discapacidad física, psíquica sensorial, ocupación u oficio". 
Artículo 32. Adlciónese un parágrafo al articulo 230 de la Ley 599 de 2000 
así: 
"Parágrafo. Para efectos de lo establec do en el presente artículo se 
entenderá que el grupo familiar comprende los cónyuges o compañeros 
permanentes; el padre y la madre de fam Ha, aunque no convivan en un 
mismo lugar; los ascendientes o descendientes de los anteriores y los hijos 
adoptivos; todas las demás personas que de manera permanente se hallaren 
Integrados a la unidad doméstica. La afinidad será derivada de cualquier 
forma de matrimonio, unión libre. 
Artículo 33. Adiciónese el siguiente parágrafo al artículo 149 de la Ley 906 
de 2004: 
Parágrafo. En las actuaciones procesales relativas a los delitos contra la 
libertad y formación sexual y de violencia sexual, el juez podrá a solicitud de 
cualquiera de los intervinientes en el proceso, disponer la realizadón de 
audiencias cerradas al público. La negación de esta solicitud se hará 
mediante providencia motivada. Cuando cualquiera de los intervinientes en 
el proceso lo solicite, la autoridad competente podrá determinar la reserva 
de identidad respecto de sus datos personales, los de sus descendientes y 
los de cualquier otra persona que esté bajo su guarda o custodia". 
Articulo 34. Las medidas de protección previstas en esta ley y los 
agravantes de las conductas penales se aplicarán también a quienes 
cohabiten o hayan cohabitado. 
CAPITULO VIII 
Disposiciones finales 
Artículo 35. Seguimiento. La Consejería para la Equidad de la Mujer en 
coordinación con la Procuraduría General de la Nación y la Defensoría del 
Pueblo crearán el comité de seguimiento a la implementadón y cumplimiento 
de esta ley que deberá contar con la participación de organizaciones de 
mujeres. 
La Consejería presentará un informe anual al Congreso de la República sobre 
la situación de violencia contra las mujeres, sus manifestaciones, magnitud, 
avances y retrocesos, consecuencias e impacto. 
Artículo 36. La norma posterior que restrinja el ámbito de protección de esta 
ley o limite los derechos y las medidas de protección o, en general, implique 
desmejora o retroceso en la protección de los derechos de las mujeres o en la 
eliminación de la violencia y discriminación en su contra, deberá señalar de 
manera explícita las razones por las cuales se justifica la restricción, 
limitación, desmejora o retroceso. Cuando se trate de leyes esta s realizará 
___ertkexPosicióalle_motivos- 
15 
EL PRESIDENTE DEL H. SENADO DE LA REPUBLICA 
RANO 
DEL H. SENADO DE LA REPUBLICA 
Emilio RO ()AJÓ 
Artículo 37. Para efectos de excepciones o derogaciones, no se entenderá 
que esta ley resulta contrariada por normas posteriores sobre la materia, sino 
cuando estas identifiquen de modo preciso la norma de esta ley objeto de 
excepción, modificación o derogatoria. 
Artículo 38. Los Gobiernos Nacional, departamentales, distritaies y 
municipales, tendrán la obligación de divulgar ampliamente y en forma 
didáctica en todos los niveles de la población colombiana, y en detalle, las 
disposiciones contenidas en la presente ley. 
Artículo 39. La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga todas 
las disposiciones que le sean contrarias. 
EL PRESIDENTE DE LA ti. CÁMARA DE REPRESENTANTES 
c40:,  
Germán VARÓN COTRINO 
EL SECRETARIO GENERAL DE LA H. CÁMARA DE REPRESENTANTES 
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DECLARACIÓN UNIVERSAL DE DERECHOS HUMANOS 
Adoptada y proclamada por la Asamblea General en su resolución 217 A (III), de 10 de diciembre 
de 1948 
Preámbulo 
Considerando que la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base el reconocimiento de 
la dignidad intrínseca y de los derechos iguales e inalienables de todos los miembros de la familia 
humana, 
Considerando que el desconocimiento y el menosprecio de los derechos humanos han originado 
actos de barbarie ultrajantes para la conciencia de la humanidad; y que se ha proclamado, como la 
aspiración más elevada del hombre, el advenimiento de un mundo en que los seres humanos, 
liberados del temor y de la miseria, disfruten de la libertad de palabra y de la libertad de creencias, 
Considerando esencial que los derechos humanos sean protegidos por un régimen de Derecho, a 
fin de que el hombre no se vea compelido al supremo recurso de la rebelión contra la tiranía y la 
opresión, 
Considerando también esencial promover el desarrollo de relaciones amistosas entre las naciones, 
Considerando que los pueblos de las Naciones Unidas han reafirmado en la Carta su fe en los 
derechos fundamentales del hombre, en la dignidad y el valor de la persona humana y en la 
igualdad de derechos de hombres y mujeres; y se han declarado resueltos a promover el progreso 
social y a elevar el nivel de vida dentro de un concepto más amplio de la libertad, 
Considerando que los Estados Miembros se han comprometido a asegurar, en cooperación con la 
Organización de las Naciones Unidas, el respeto universal y efectivo a los derechos y libertades 
fundamentales del hombre, y 
Considerando que una concepción común de estos derechos y libertades es de la mayor 
importancia para el pleno cumplimiento de dicho compromiso, 
La Asamblea General 
Proclama la presente Declaración Universal de Derechos Humanos como ideal común por el que 
todos los pueblos y naciones deben esforzarse, a fin de que tanto los individuos como las 
instituciones, inspirándose constantemente en ella, promuevan, mediante la enseñanza y la 
educación, el respeto a estos derechos y libertades, y aseguren, por medidas progresivas de 
carácter nacional e internacional, su reconocimiento y aplicación universales y efectivos, tanto 
entre los pueblos de los Estados Miembros como entre los de los territorios colocados bajo su 
jurisdicción. 
Artículo 1 
Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, dotados como están de 
razón y conciencia, deben comportarse fraternalmente los unos con los otros. 
Artículo 2 
Toda persona tiene los derechos y libertades proclamados en esta Declaración, sin distinción 
alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra índole, origen 
nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición. 
Además, no se hará distinción alguna fundada en la condición política, jurídica o internacional del 
país o territorio de cuya jurisdicción dependa una persona, tanto si se trata de un país 
independiente, como de un territorio bajo administración fiduciaria, no autónomo o sometido a 
cualquier otra limitación de soberanía. 
Artículo 3 
Todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona. 
Artículo 4 
Nadie estará sometido a esclavitud ni a servidumbre; la esclavitud y la trata de esclavos están 
prohibidas en todas sus formas. 
Artículo 5 
Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes. 
Artículo 6 
Todo ser humano tiene derecho, en todas partes, al reconocimiento de su personalidad jurídica. 
Artículo 7 
Todos son iguales ante la ley y tienen, sin distinción, derecho a igual protección de la ley. Todos 
tienen derecho a igual protección contra toda discriminación que infrinja esta Declaración y contra 
toda provocación a tal discriminación. 
Artículo 8 
Toda persona tiene derecho a un recurso efectivo, ante los tribunales nacionales competentes, que 
la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la constitución o 
por la ley. 
Artículo 9 
Nadie podrá ser arbitrariamente detenido, preso ni desterrado. 
Artículo 10 
Toda persona tiene derecho, en condiciones de plena igualdad, a ser oída públicamente y con 
justicia por un tribunal independiente e imparcial, para la determinación de sus derechos y 
obligaciones o para el examen de cualquier acusación contra ella en materia penal. 
Artículo 11 
Toda persona acusada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no 
se pruebe su culpabilidad, conforme a la ley y en juicio público en el que se le hayan 
asegurado todas las garantías necesarias para su defensa. 
Nadie será condenado por actos u omisiones que en el momento de cometerse no fueron 
delictivos según el Derecho nacional o internacional. Tampoco se impondrá pena más 
grave que la aplicable en el momento de la comisión del delito. 
Artículo 12 
Nadie será objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, su familia, su domicilio o su 
correspondencia, ni de ataques a su honra o a su reputación. Toda persona tiene derecho a la 
protección de la ley contra tales injerencias o ataques. 
Artículo 13 
Toda persona tiene derecho a circular libremente y a elegir su residencia en el territorio de 
un Estado. 
Toda persona tiene derecho a salir de cualquier país, incluso el propio, y a regresar a su 
país. 
Artículo 14 
En caso de persecución, toda persona tiene derecho a buscar asilo, y a disfrutar de él, en 
cualquier país. 
Este derecho no podrá ser invocado contra una acción judicial realmente originada por 
delitos comunes o por actos opuestos a los propósitos y principios de las Naciones Unidas. 
Artículo 15 
Toda persona tiene derecho a una nacionalidad. 
A nadie se privará arbitrariamente de su nacionalidad ni del derecho a cambiar de 
nacionalidad. 
Artículo 16 
Los hombres y las mujeres, a partir de la edad núbil, tienen derecho, sin restricción alguna 
por motivos de raza, nacionalidad o religión, a casarse y fundar una familia; y disfrutarán 
de iguales derechos en cuanto al matrimonio, durante el matrimonio y en caso de 
disolución del matrimonio. 
Sólo mediante libre y pleno consentimiento de los futuros esposos podrá contraerse el 
matrimonio. 
La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y tiene derecho a la 
protección de la sociedad y del Estado. 
Artículo 17 
Toda persona tiene derecho a la propiedad, individual y colectivamente. 
Nadie será privado arbitrariamente de su propiedad. 
Artículo 18 
Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión; este derecho 
incluye la libertad de cambiar de religión o de creencia, así como la libertad de manifestar su 
religión o su creencia, individual y colectivamente, tanto en público como en privado, por la 
enseñanza, la práctica, el culto y la observancia. 
Artículo 19 
Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de expresión; este derecho incluye el no ser 
molestado a causa de sus opiniones, el de investigar y recibir informaciones y opiniones, y el de 
difundirlas, sin limitación de fronteras, por cualquier medio de expresión. 
Artículo 20 
Toda persona tiene derecho a la libertad de reunión y de asociación pacíficas. 
Nadie podrá ser obligado a pertenecer a una asociación. 
Artículo 21 
Toda persona tiene derecho a participar en el gobierno de su país, directamente o por 
medio de representantes libremente escogidos. 
Toda persona tiene el derecho de acceso, en condiciones de igualdad, a las funciones 
públicas de su país. 
La voluntad del pueblo es la base de la autoridad del poder público; esta voluntad se 
expresará mediante elecciones auténticas que habrán de celebrarse periódicamente, por 
sufragio universal e igual y por voto secreto u otro procedimiento equivalente que garantice 
la libertad del voto. 
Artículo 22 
Toda persona, como miembro de la sociedad, tiene derecho a la seguridad social, y a obtener, 
mediante el esfuerzo nacional y la cooperación internacional, habida cuenta de la organización y 
los recursos de cada Estado, la satisfacción de los derechos económicos, sociales y culturales, 
indispensables a su dignidad y al libre desarrollo de su personalidad. 
Artículo 23 
Toda persona tiene derecho al trabajo, a la libre elección de su trabajo, a condiciones 
equitativas y satisfactorias de trabajo y a la protección contra el desempleo. 
Toda persona tiene derecho, sin discriminación alguna, a igual salario por trabajo igual. 
Toda persona que trabaja tiene derecho a una remuneración equitativa y satisfactoria, que 
le asegure, así como a su familia, una existencia conforme a la dignidad humana y que 
será completada, en caso necesario, por cualesquiera otros medios de protección social. 
Toda persona tiene derecho a fundar sindicatos y a sindicarse para la defensa de sus 
intereses. 
Artículo 24 
Toda persona tiene derecho al descanso, al disfrute del tiempo libre, a una limitación razonable de 
la duración del trabajo y a vacaciones periódicas pagadas. 
Artículo 25 
Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su 
familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la 
asistencia médica y los servicios sociales necesarios; tiene asimismo derecho a los 
seguros en caso de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez y otros casos de 
pérdida de sus medios de subsistencia por circunstancias independientes de su voluntad. 
La maternidad y la infancia tienen derecho a cuidados y asistencia especiales. Todos los 
niños, nacidos de matrimonio o fuera de matrimonio, tienen derecho a igual protección 
social. 
Artículo 26 
Toda persona tiene derecho a la educación. La educación debe ser gratuita, al menos en lo 
concerniente a la instrucción elemental y fundamental. La instrucción elemental será 
obligatoria. La instrucción técnica y profesional habrá de ser generalizada; el acceso a los 
estudios superiores será igual para todos, en función de los méritos respectivos. 
La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana y el 
fortalecimiento del respeto a los derechos humanos y a las libertades fundamentales; 
favorecerá la comprensión, la tolerancia y la amistad entre todas las naciones y todos los 
grupos étnicos o religiosos; y promoverá el desarrollo de las actividades de las Naciones 
Unidas para el mantenimiento de la paz. 
Los padres tendrán derecho preferente a escoger el tipo de educación que habrá de darse 
a sus hijos. 
Artículo 27 
Toda persona tiene derecho a tomar parte libremente en la vida cultural de la comunidad, a 
gozar de las artes y a participar en el progreso científico y en los beneficios que de él 
resulten. 
Toda persona tiene derecho a la protección de los intereses morales y materiales que le 
correspondan por razón de las producciones científicas, literarias o artísticas de que sea 
autora. 
Artículo 28 
Toda persona tiene derecho a que se establezca un orden social e internacional en el que los 
derechos y libertades proclamados en esta Declaración se hagan plenamente efectivos. 
Artículo 29 
Toda persona tiene deberes respecto a la comunidad, puesto que sólo en ella puede 
desarrollar libre y plenamente su personalidad. 
En el ejercicio de sus derechos y en el disfrute de sus libertades, toda persona estará 
solamente sujeta a las limitaciones establecidas por la ley con el único fin de asegurar el 
reconocimiento y el respeto de los derechos y libertades de los demás, y de satisfacer las 
justas exigencias de la moral, del orden público y del bienestar general en una sociedad 
democrática. 
Estos derechos y libertades no podrán en ningún caso ser ejercidos en oposición a los 
propósitos y principios de las Naciones Unidas. 
Artículo 30 
Nada en la presente Declaración podrá interpretarse en el sentido de que confiere derecho alguno 
al Estado, a un grupo o a una persona, para emprender y desarrollar actividades o realizar actos 
tendientes a la supresión de cualquiera de los derechos y libertades proclamados en esta 
Declaración. 
CONVENCIÓN SOBRE LA ELIMINACIÓN DE TODAS LAS FORMAS 
DE DISCRIMINACIÓN CONTRA LA MUJER 
Adoptada y abierta a la firma y ratificación, o adhesión, por la Asamblea General 
en su resolución 34/180, de 18 de diciembre de 1979 
Entrada en vigor: 3 de septiembre de 1981, de conformidad con el artículo 27 (1) 
Lista de los Estados que han ratificado la convención 
Declaraciones y reservas (en inglés) 
Los Estados Partes en la presente Convención, 
Considerando que la Carta de las Naciones Unidas reafirma la fe en los derechos humanos 
fundamentales, en la dignidad y el valor de la persona humana y en la igualdad de 
derechos de hombres y mujeres, 
Considerando que la Declaración Universal de Derechos Humanos reafirma el principio de 
la no discriminación y proclama que todos los seres humanos nacen libres e iguales en 
dignidad y derechos y que toda persona puede invocar todos los derechos y libertades 
proclamados en esa Declaración, sin distinción alguna y, por ende, sin distinción de sexo, 
Considerando que los Estados Partes en los Pactos Internacionales de Derechos 
Humanos tienen la obligación de garantizar a hombres y mujeres la igualdad en el goce de 
todos los derechos económicos, sociales, culturales, civiles y políticos, 
Teniendo en cuenta las convenciones internacionales concertadas bajo los auspicios de 
las Naciones Unidas y de los organismos especializados para favorecer la igualdad de 
derechos entre el hombre y la mujer, 
Teniendo en cuenta asimismo las resoluciones, declaraciones y recomendaciones 
aprobadas por las Naciones Unidas y los organismos especializados para favorecer la 
igualdad de derechos entre el hombre y la mujer, 
Preocupados, sin embargo, al comprobar que a pesar de estos diversos instrumentos las 
mujeres siguen siendo objeto de importantes discriminaciones, 
Recordando que la discriminación contra la mujer viola los principios de la igualdad de 
derechos y del respeto de la dignidad humana, que dificulta la participación de la mujer, en 
las mismas condiciones que el hombre, en la vida política, social, económica y cultural de 
su país, que constituye un obstáculo para el aumento del bienestar de la sociedad y de la 
familia y que entorpece el pleno desarrollo de las posibilidades de la mujer para prestar 
servicio a su país y a la humanidad, 
Preocupados por el hecho de que en situaciones de pobreza la mujer tiene un acceso 
mínimo a la alimentación, la salud, la enseñanza, la capacitación y las oportunidades de 
empleo, así como a la satisfacción de otras necesidades, 
Convencidos de que el establecimiento del nuevo orden económico internacional basado 
en la equidad y la justicia contribuirá significativamente a la promoción de la igualdad entre 
el hombre y la mujer, 
Subrayado que la eliminación del apartheid, de todas las formas de racismo, de 
discriminación racial, colonialismo, neocolonialismo, agresión, ocupación y dominación 
extranjeras y de la injerencia en los asuntos internos de los Estados es indispensable para 
el disfrute cabal de los derechos del hombre y de la mujer, 
Afirmando que el fortalecimiento de la paz y la seguridad internacionales, el alivio de la 
tensión internacional, la cooperación mutua entre todos los Estados con independencia de 
sus sistemas sociales y económicos, el desarme general y completo, en particular el 
desarme nuclear bajo un control internacional estricto y efectivo, la afirmación de los 
principios de la justicia, la igualdad y el provecho mutuo en las relaciones entre países y la 
realización del derecho de los pueblos sometidos a dominación colonial y extranjera o a 
ocupación extranjera a la libre determinación y la independencia, así como el respeto de la 
soberanía nacional y de la integridad territorial, promoverán el progreso social y el 
desarrollo y, en consecuencia, contribuirán al logro de la plena igualdad entre el hombre y 
la mujer, 
Convencidos de que la máxima participación de la mujer en todas las esferas, en igualdad 
de condiciones con el hombre, es indispensable para el desarrollo pleno y completo de un 
país, el bienestar del mundo y la causa de la paz, 
Teniendo presentes el gran aporte de la mujer al bienestar de la familia y al desarrollo de la 
sociedad, hasta ahora no plenamente reconocido, la importancia social de la maternidad y 
la función tanto del padre como de la madre en la familia y en la educación de los hijos, y 
conscientes de que el papel de la mujer en la procreación no debe ser causa de 
discriminación, sino que la educación de los niños exige la responsabilidad compartida 
entre hombres y mujeres y la sociedad en su conjunto, 
Reconociendo que para lograr la plena igualdad entre el hombre y la mujer es necesario 
modificar el papel tradicional tanto del hombre como de la mujer en la sociedad y en la 
familia, 
Resueltos a aplicar los principios enunciados en la Declaración sobre la eliminación de la 
discriminación contra la mujer y, para ello, a adoptar las medidas necesarias a fin de 
suprimir esta discriminación en todas sus formas y manifestaciones, 
Han convenido en lo siguiente: 
Parte I 
Artículo 1 
A los efectos de la presente Convención, la expresión "discriminación contra la mujer" 
denotará toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o 
resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, 
independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, 
de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, 
económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera. 
Artículo 2 
Los Estados Partes condenan la discriminación contra la mujer en todas sus formas, 
convienen en seguir, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, una política 
encaminada a eliminar la discriminación contra la mujer y, con tal objeto, se comprometen 
a: 
Consagrar, si aún no lo han hecho, en sus constituciones nacionales y en cualquier otra 
legislación apropiada el principio de la igualdad del hombre y de la mujer y asegurar por ley 
u otros medios apropiados la realización práctica de ese principio; 
Adoptar medidas adecuadas, legislativas y de otro carácter, con las sanciones 
correspondientes, que prohíban toda discriminación contra la mujer; 
Establecer la protección jurídica de los derechos de la mujer sobre una base de igualdad 
con los del hombre y garantizar, por conducto de los tribunales nacionales competentes y 
de otras instituciones públicas, la protección efectiva de la mujer contra todo acto de 
discriminación; 
Abstenerse de incurrir en todo acto o práctica de discriminación contra la mujer y velar 
por que las autoridades e instituciones públicas actúen de conformidad con esta obligación; 
Tomar todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la mujer 
practicada por cualesquiera personas, organizaciones o empresas; 
Adoptar todas las medidas adecuadas, incluso de carácter legislativo, para modificar o 
derogar leyes, reglamentos, usos y prácticas que constituyan discriminación contra la 
mujer; 
Derogar todas las disposiciones penales nacionales que constituyan discriminación 
contra la mujer. 
Artículo 3 
Los Estados Partes tomarán en todas las esferas, y en particular en las esferas política, 
social, económica y cultural, todas las medidas apropiadas, incluso de carácter legislativo, 
para asegurar el pleno desarrollo y adelanto de la mujer, con el objeto de garantizarle el 
ejercicio y el goce de los derechos humanos y las libertades fundamentales en igualdad de 
condiciones con el hombre. 
Artículo 4 
La adopción por los Estados Partes de medidas especiales de carácter temporal 
encaminadas a acelerar la igualdad de facto entre el hombre y la mujer no se considerará 
discriminación en la forma definida en la presente Convención, pero de ningún modo 
entrañará, como consecuencia, el mantenimiento de normas desiguales o separadas; 
estas medidas cesarán cuando se hayan alcanzado los objetivos de igualdad de 
oportunidad y trato. 
La adopción por los Estados Partes de medidas especiales, incluso las contenidas en la 
presente Convención, encaminadas a proteger la maternidad no se considerará 
discriminatoria. 
Artículo 5 
Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para: 
a) Modificar los patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres, con miras a 
alcanzar la eliminación de los prejuicios y las prácticas consuetudinarias y de cualquier otra 
índole que estén basados en la idea de la inferioridad o superioridad de cualquiera de los 
sexos o en funciones estereotipadas de hombres y mujeres; 
b) Garantizar que la educación familiar incluya una comprensión adecuada de la 
maternidad como función social y el reconocimiento de la responsabilidad común de 
hombres y mujeres en cuanto a la educación y al desarrollo de sus hijos, en la inteligencia 
de que el interés de los hijos constituirá la consideración primordial en todos los casos. 
Artículo 6 
Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas, incluso de carácter legislativo, 




Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación 
contra la mujer en la vida política y pública del país y, en particular, garantizarán a las 
mujeres, en igualdad de condiciones con los hombres, el derecho a: 
Votar en todas las elecciones y referéndums públicos y ser elegibles para todos los 
organismos cuyos miembros sean objeto de elecciones públicas; 
Participar en la formulación de las políticas gubernamentales y en la ejecución de éstas, 
y ocupar cargos públicos y ejercer todas las funciones públicas en todos los planos 
gubernamentales; 
Participar en organizaciones y en asociaciones no gubernamentales que se ocupen de 
la vida pública y política del país. 
Artículo 8 Observación general sobre su aplicación 
Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para garantizar a la mujer, en 
igualdad de condiciones con el hombre y sin discriminación alguna, la oportunidad de 
representar a su gobierno en el plano internacional y de participar en la labor de las 
organizaciones internacionales. 
Artículo 9 
Los Estados Partes otorgarán a las mujeres iguales derechos que a los hombres para 
adquirir, cambiar o conservar su nacionalidad. Garantizarán, en particular, que ni el 
matrimonio con un extranjero ni el cambio de nacionalidad del marido durante el 
matrimonio cambien automáticamente la nacionalidad de la esposa, la conviertan en 
ápatrida o la obliguen a adoptar la nacionalidad del cónyuge. 
Los Estados Partes otorgarán a la mujer los mismos derechos que al hombre con 
respecto a la nacionalidad de sus hijos. 
Parte III 
Artículo 10 
Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la 
discriminación contra la mujer, a fin de asegurarle la igualdad de derechos con el hombre 
en la esfera de la educación y en particular para asegurar, en condiciones de igualdad 
entre hombres y mujeres: 
Las mismas condiciones de orientación en materia de carreras y capacitación 
profesional, acceso a los estudios y obtención de diplomas en las instituciones de 
enseñanza de todas las categorías, tanto en zonas rurales como urbanas; esta igualdad 
deberá asegurarse en la enseñanza preescolar, general, técnica, profesional y técnica 
superior, así como en todos los tipos de capacitación profesional; 
Acceso a los mismos programas de estudios, a los mismos exámenes, a personal 
docente del mismo nivel profesional y a locales y equipos escolares de la misma calidad; 
La eliminación de todo concepto estereotipado de los papeles masculino y femenino en 
todos los niveles y en todas las formas de enseñanza, mediante el estímulo de la 
educación mixta y de otros tipos de educación que contribuyan a lograr este objetivo y, en 
particular, mediante la modificación de los libros y programas escolares y la adaptación de 
los métodos de enseñanza; 
Las mismas oportunidades para la obtención de becas y otras subvenciones para cursar 
estudios; 
Las mismas oportunidades de acceso a los programas de educación permanente, 
incluidos los programas de alfabetización funcional y de adultos, con miras en particular a 
reducir lo antes posible toda diferencia de conocimientos que exista entre hombres y 
mujeres; 
La reducción de la tasa de abandono femenino de los estudios y la organización de 
programas para aquellas jóvenes y mujeres que hayan dejado los estudios 
prematuramente; 
Las mismas oportunidades para participar activamente en el deporte y la educación 
física; 
Acceso al material informativo específico que contribuya a asegurar la salud y el 
bienestar de la familia, incluida la información y el asesoramiento sobre planificación de la 
familia. 
Artículo 11 
1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la 
discriminación contra la mujer en la esfera del empleo a fin de asegurar a la mujer, en 
condiciones de igualdad con los hombres, los mismos derechos, en particular: 
El derecho al trabajo como derecho inalienable de todo ser humano; 
El derecho a las mismas oportunidades de empleo, inclusive a la aplicación de los 
mismos criterios de selección en cuestiones de empleo; 
El derecho a elegir libremente profesión y empleo, el derecho al ascenso, a la 
estabilidad en el empleo y a todas las prestaciones y otras condiciones de servicio, y el 
derecho a la formación profesional y al readiestramiento, incluido el aprendizaje, la 
formación profesional superior y el adiestramiento periódico; 
El derecho a igual remuneración, inclusive prestaciones, y a igualdad de trato con 
respecto a un trabajo de igual valor, así como a igualdad de trato con respecto a la 
evaluación de la calidad del trabajo; 
El derecho a la seguridad social, en particular en casos de jubilación, desempleo, 
enfermedad, invalidez, vejez u otra incapacidad para trabajar, así como el derecho a 
vacaciones pagadas; 
El derecho a la protección de la salud y a la seguridad en las condiciones de trabajo, 
incluso la salvaguardia de la función de reproducción. 
2. A fin de impedir la discriminación contra la mujer por razones de matrimonio o 
maternidad y asegurar la efectividad de su derecho a trabajar, los Estados Partes tomarán 
medidas adecuadas para: 
Prohibir, bajo pena de sanciones, el despido por motivo de embarazo o licencia de 
maternidad y la discriminación en los despidos sobre la base del estado civil; 
Implantar la licencia de maternidad con sueldo pagado o con prestaciones sociales 
comparables sin pérdida del empleo previo, la antigüedad o los beneficios sociales; 
Alentar el suministro de los servicios sociales de apoyo necesarios para permitir que los 
padres combinen las obligaciones para con la familia con las responsabilidades del trabajo 
y la participación en la vida pública, especialmente mediante el fomento de la creación y 
desarrollo de una red de servicios destinados al cuidado de los niños; 
Prestar protección especial a la mujer durante el embarazo en los tipos de trabajos que 
se haya probado puedan resultar perjudiciales para ella. 
3. La legislación protectora relacionada con las cuestiones comprendidas en este artículo 
será examinada periódicamente a la luz de los conocimientos científicos y tecnológicos y 
será revisada, derogada o ampliada según corresponda. 
Artículo 12 Observación general sobre su aplicación 
Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la 
discriminación contra la mujer en la esfera de la atención médica a fin de asegurar, en 
condiciones de igualdad entre hombres y mujeres, el acceso a servicios de atención 
médica, inclusive los que se refieren a la planificación de la familia. 
Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 1 supra, los Estados Partes garantizarán a la 
mujer servicios apropiados en relación con el embarazo, el parto y el período posterior al 
parto, proporcionando servicios gratuitos cuando fuere necesario, y le asegurarán una 
nutrición adecuada durante el embarazo y la lactancia. 
Artículo 13 
Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la 
discriminación contra la mujer en otras esferas de la vida económica y social a fin de 
asegurar, en condiciones de igualdad entre hombres y mujeres, los mismos derechos, en 
particular: 
El derecho a prestaciones familiares; 
El derecho a obtener préstamos bancarios, hipotecas y otras formas de crédito 
financiero; 
El derecho a participar en actividades de esparcimiento, deportes y en todos los 
aspectos de la vida cultural. 
Artículo 14 
Los Estados Partes tendrán en cuenta los problemas especiales a que hace frente la 
mujer rural y el importante papel que desempeña en la supervivencia económica de su 
familia, incluido su trabajo en los sectores no monetarios de la economía, y tomarán todas 
las medidas apropiadas para asegurar la aplicación de las disposiciones de la presente 
Convención a la mujer en las zonas rurales. 
Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la 
discriminación contra la mujer en las zonas rurales a fin de asegurar en condiciones de 
igualdad entre hombres y mujeres, su participación en el desarrollo rural y en sus 
beneficios, y en particular le asegurarán el derecho a: 
Participar en la elaboración y ejecución de los planes de desarrollo a todos los niveles; 
Tener acceso a servicios adecuados de atención médica, inclusive información, 
asesoramiento y servicios en materia de planificación de la familia; 
Beneficiarse directamente de los programas de seguridad social; 
Obtener todos los tipos de educación y de formación, académica y no académica, 
incluidos los relacionados con la alfabetización funcional, así como, entre otros, los 
beneficios de todos los servicios comunitarios y de divulgación a fin de aumentar su 
capacidad técnica; 
Organizar grupos de autoayuda y cooperativas a fin de obtener igualdad de acceso a las 
oportunidades económicas mediante el empleo por cuenta propia o por cuenta ajena; 
Participar en todas las actividades comunitarias; g) Obtener acceso a los créditos y 
préstamos agrícolas, a los servicios de comercialización y a las tecnologías apropiadas, y 
recibir un trato igual en los planes de reforma agraria y de reasentamiento; 
h) Gozar de condiciones de vida adecuadas, particularmente en las esferas de la vivienda, 




Los Estados Partes reconocerán a la mujer la igualdad con el hombre ante la ley. 
Los Estados Partes reconocerán a la mujer, en materias civiles, una capacidad jurídica 
idéntica a la del hombre y las mismas oportunidades para el ejercicio de esa capacidad. En 
particular, le reconocerán a la mujer iguales derechos para firmar contratos y administrar 
bienes y le dispensarán un trato igual en todas las etapas del procedimiento en las cortes 
de justicia y los tribunales. 
Los Estados Partes convienen en que todo contrato o cualquier otro instrumento privado 
con efecto jurídico que tienda a limitar la capacidad jurídica de la mujer se considerará 
nulo. 
Los Estados Partes reconocerán al hombre y a la mujer los mismos derechos con 
respecto a la legislación relativa al derecho de las personas a circular libremente y a la 
libertad para elegir su residencia y domicilio. 
Artículo 16 
1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas adecuadas para eliminar la 
discriminación contra la mujer en todos los asuntos relacionados con el matrimonio y las 
relaciones familiares y, en particular, asegurarán en condiciones de igualdad entre 
hombres y mujeres: 
El mismo derecho para contraer matrimonio; 
El mismo derecho para elegir libremente cónyuge y contraer matrimonio sólo por su libre 
albedrío y su pleno consentimiento; 
Los mismos derechos y responsabilidades durante el matrimonio y con ocasión de su 
disolución; 
Los mismos derechos y responsabilidades como progenitores, cualquiera que sea su 
estado civil, en materias relacionadas con sus hijos; en todos los casos, los intereses de 
los hijos serán la consideración primordial; 
Los mismos derechos a decidir libre y responsablemente el número de sus hijos y el 
intervalo entre los nacimientos y a tener acceso a la información, la educación y los medios 
que les permitan ejercer estos derechos; f) Los mismos derechos y responsabilidades 
respecto de la tutela, curatela, custodia y adopción de los hijos, o instituciones análogas 
cuando quiera que estos conceptos existan en la legislación nacional; en todos los casos, 
los intereses de los hijos serán la consideración primordial; 
Los mismos derechos personales como marido y mujer, entre ellos el derecho a elegir 
apellido, profesión y ocupación; 
Los mismos derechos a cada uno de los cónyuges en materia de propiedad, compras, 
gestión, administración, goce y disposición de los bienes, tanto a título gratuito como 
oneroso. 
2. No tendrán ningún efecto jurídico los esponsales y el matrimonio de niños y se 
adoptarán todas las medidas necesarias, incluso de carácter legislativo, para fijar una edad 
mínima para la celebración del matrimonio y hacer obligatoria la inscripción del matrimonio 
en un registro oficial. 
Parte V 
Artículo 17 
Con el fin de examinar los progresos realizados en la aplicación de la presente 
Convención, se establecerá un Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la 
Mujer (denominado en adelante el Comité) compuesto, en el momento de la entrada en 
vigor de la Convención, de dieciocho y, después de su ratificación o adhesión por el 
trigésimo quinto Estado Parte, de veintitrés expertos de gran prestigio moral y competencia 
en la esfera abarcada por la Convención. Los expertos serán elegidos por los Estados 
Partes entre sus nacionales, y ejercerán sus funciones a título personal; se tendrán en 
cuenta una distribución geográfica equitativa y la representación de las diferentes formas 
de civilización, así como los principales sistemas jurídicos. 
Los miembros del Comité serán elegidos en votación secreta de un lista de personas 
designadas por los Estados Partes. Cada uno de los Estados Partes podrá designar una 
persona entre sus propios nacionales. 
La elección inicial se celebrará seis meses después de la fecha de entrada en vigor de la 
presente Convención. Al menos tres meses antes de la fecha de cada elección, el 
Secretario General de las Naciones Unidas dirigirá una carta a los Estados Partes 
invitándolos a presentar sus candidaturas en un plazo de dos meses. El Secretario General 
preparará una lista por orden alfabético de todas las personas designadas de este modo, 
indicando los Estados Partes que las han designado, y la comunicará a los Estados Partes. 
Los miembros del Comité serán elegidos en una reunión de los Estados Partes que será 
convocada por el Secretario General y se celebrará en la Sede de las Naciones Unidas. En 
esta reunión, para la cual formarán quórum dos tercios de los Estados Partes, se 
considerarán elegidos para el Comité los candidatos que obtengan el mayor número de 
votos y la mayoría absoluta de los votos de los representantes de los Estados Partes 
presentes y votantes. 
Los miembros del Comité serán elegidos por cuatro años. No obstante, el mandato de 
nueve de los miembros elegidos en la primera elección expirará al cabo de dos años; 
inmediatamente después de la primera elección el Presidente del Comité designará por 
sorteo los nombres de esos nueve miembros. 
La elección de los cinco miembros adicionales del Comité se celebrará de conformidad 
con lo dispuesto en los párrafos 2, 3 y 4 del presente artículo, después de que el trigésimo 
quinto Estado Parte haya ratificado la Convención o se haya adherido a ella. El mandato 
de dos de los miembros adicionales elegidos en esta ocasión, cuyos nombres designará 
por sorteo el Presidente del Comité, expirará al cabo de dos años. 
Para cubrir las vacantes imprevistas, el Estado Parte cuyo experto haya cesado en sus 
funciones como miembro del Comité designará entre sus nacionales a otro experto a 
reserva de la aprobación del Comité. 
Los miembros del Comité, previa aprobación de la Asamblea General, percibirán 
emolumentos de los fondos de las Naciones Unidas en la forma y condiciones que la 
Asamblea determine, teniendo en cuenta la importancia de las funciones del Comité. 
El Secretario General de las Naciones Unidas proporcionará el personal y los servicios 
necesarios para el desempeño eficaz de las funciones del Comité en virtud de la presente 
Convencióh. 
Artículo 18 
1. Los Estados Partes se comprometen a someter al Secretario General de las Naciones 
Unidas, para que lo examine el Comité, un informe sobre las medidas legislativas, 
judiciales, administrativas o de otra índole que hayan adoptado para hacer efectivas las 
disposiciones de la presente Convención y sobre los progresos realizados en este sentido: 
En el plazo de un año a partir de la entrada en vigor de la Convención para el Estado de 
que se trate; 
En lo sucesivo por lo menos cada cuatro años y, además, cuando el Comité lo solicite. 
2. Se podrán indicar en los informes los factores y las dificultades que afecten al grado de 
cumplimiento de las obligaciones impuestas por la presente Convención. 
Artículo 19 
El Comité aprobará su propio reglamento. 
El Comité elegirá su Mesa por un período de dos años. 
Artículo 20 Observación general sobre su aplicación 
El Comité se reunirá normalmente todos los años por un período que no exceda de dos 
semanas para examinar los informes que se le presenten de conformidad con el artículo 18 
de la presente Convención. 
Las reuniones del Comité se celebrarán normalmente en la Sede de las Naciones 
Unidas o en cualquier otro sitio conveniente que determine el Comité. 
Artículo 21 
El Comité, por conducto del Consejo Económico y Social, informará anualmente a la 
Asamblea General de las Naciones Unidas sobre sus actividades y podrá hacer 
sugerencias y recomendaciones de carácter general basadas en el examen de los 
informes y de los datos transmitidos por los Estados Partes. Estas sugerencias y 
recomendaciones de carácter general se incluirán en el informe del Comité junto con las 
observaciones, si las hubiere, de los Estados Partes. 
El Secretario General de las Naciones Unidas transmitirá los informes del Comité a la 
Comisión de la Condición Jurídica y Social de la Mujer para su información. 
Artículo 22 
Los organismos especializados tendrán derecho a estar representados en el examen de la 
aplicación de las disposiciones de la presente Convención que correspondan a la esfera de 
las actividades. El Comité podrá invitar a los organismos especializados a que presenten 
informes sobre la aplicación de la Convención en las áreas que correspondan a la esfera 
de sus actividades. 
Parte VI 
Artículo 23 
Nada de lo dispuesto en la presente Convención afectará a disposición alguna que sea 
más conducente al logro de la igualdad entre hombres y mujeres y que pueda formar parte 
de: 
La legislación de un Estado Parte; o 
Cualquier otra convención, tratado o acuerdo internacional vigente en ese Estado. 
Artículo 24 
Los Estados Partes se comprometen a adoptar todas las medidas necesarias en el ámbito 
nacional para conseguir la plena realización de los derechos reconocidos en la presente 
Convención. 
Artículo 25 
La presente Convención estará abierta a la firma de todos los Estados. 
Se designa al Secretario General de las Naciones Unidas depositario de la presente 
Convención. 
La presente Convención está sujeta a ratificación. Los instrumentos de ratificación se 
depositaran en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 
La presente Convención estará abierta a la adhesión de todos los Estados. La adhesión 
se efectuará depositando un instrumento de adhesión en poder del Secretario General de 
las Naciones Unidas. 
Artículo 26 
En cualquier momento, cualquiera de los Estados Partes podrá formular una solicitud de 
revisión de la presente Convención mediante comunicación escrita dirigida al Secretario 
General de las Naciones Unidas. 
La Asamblea General de las Naciones Unidas decidirá las medidas que, en caso 
necesario, hayan de adoptarse en lo que respecta a esa solicitud. 
Artículo 27 
La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que 
haya sido depositado en poder del Secretario General de las Naciones Unidas el vigésimo 
instrumento de ratificación o de adhesión. 
Para cada Estado que ratifique la Convención o se adhiera a ella después de haber sido 
depositado el vigésimo instrumento de ratificación o de adhesión, la Convención entrará en 
vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado su instrumento 
de ratificación o de adhesión. 
Artículo 28 
El Secretario General de las Naciones Unidas recibirá y comunicará a todos los Estados 
el texto de las reservas formuladas por los Estados en el momento de la ratificación o de la 
adhesión. 
No se aceptará ninguna reserva incompatible con el objeto y el propósito de la presente 
Convención. 
Toda reserva podrá ser retirada en cualquier momento por medio de una notificación a 
estos efectos dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas, quien informará de 
ello a todos los Estados. Esta notificación surtirá efecto en la fecha de su recepción. 
Artículo 29 
Toda controversia que surja entre dos o más Estados Partes con respecto a la 
interpretación o aplicación de la presente Convención que no se solucione mediante 
negociaciones se someterá al arbitraje a petición de uno de ellos. Si en el plazo de seis 
meses contados a partir de la fecha de presentación de solicitud de arbitraje las partes no 
consiguen ponerse de acuerdo sobre la forma del mismo, cualquiera de las partes podrá 
someter la controversia a la Corte Internacional de Justicia, mediante una solicitud 
presentada de conformidad con el Estatuto de la Corte. 
Todo Estado Parte, en el momento de la firma o ratificación de la presente Convención o 
de su adhesión a la misma, podrá declarar que no se considera obligado por el párrafo 1 
del presente artículo. Los demás Estados Partes no estarán obligados por ese párrafo ante 
ningún Estado Parte que haya formulado esa reserva. 
Todo Estado Parte que haya formulado la reserva prevista en el párrafo 2 del presente 
artículo podrá retirarla en cualquier momento notificándolo al Secretario General de las 
Naciones Unidas. 
Artículo 30 
La presente Convención, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso son 
igualmente auténticos, se depositarán en poder del Secretario General de las Naciones 
Unidas. 
En testimonio de lo cual, los infrascritos, debidamente autorizados, firman la presente 
Convención. 
f] 
CONVENCION INTERAMERICANA PARA PREVENIR, SANCIONAR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA 
CONTRA LA MUJER "CONVENCION DE BELEM DO PARA" 
LOS ESTADOS PARTES DE LA PRESENTE CONVENCIÓN, 
RECONOCIENDO que el respeto irrestricto a los derechos humanos ha sido consagrado en la Declaración 
Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y en la Declaración Universal de los Derechos Humanos y 
reafirmado en otros instrumentos internacionales y regionales; 
AFIRMANDO que la violencia contra la mujer constituye una violación de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales y limita total o parcialmente a la mujer el reconocimiento, goce y ejercicio de tales derechos y 
libertades; 
PREOCUPADOS porque la violencia contra la mujer es una ofensa a la dignidad humana y una manifestación de 
las relaciones de poder históricamente desiguales entre mujeres y hombres; 
RECORDANDO la Declaración sobre la Erradicación de la Violencia contra la Mujer, adoptada por la 
Vigésimoquinta Asamblea de Delegadas de la Comisión Interamericana de Mujeres, y afirmando que la violencia 
contra la mujer trasciende todos los sectores de la sociedad independientemente de su clase, raza o grupo 
étnico, nivel de ingresos, cultura, nivel educacional, edad o religión y afecta negativamente sus propias bases; 
CONVENCIDOS de que la eliminación de la violencia contra la mujer es condición indispensable para su 
desarrollo individual y social y su plena e igualitaria participación en todas las esferas de vida, y 
CONVENCIDOS de que la adopción de una convención para prevenir, sancionar y erradicar toda forma de 
violencia contra la mujer, en el ámbito de la Organización de los Estados Americanos, constituye una positiva 
contribución para proteger los derechos de la mujer y eliminar las situaciones de violencia que puedan 
afectarlas, 
HAN CONVENIDO en lo siguiente: 
CAPITULO I 
DEFINICION Y AMBITO DE APLICACION 
Artículo 1 
Para los efectos de esta Convención debe entenderse por violencia contra la mujer cualquier acción o conducta, 
basada en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el 
ámbito público como en el privado. 
Artículo 2 
Se entenderá que violencia contra la mujer incluye la violencia física, sexual y psicológica: 
a. que tenga lugar dentro de la familia o unidad doméstica o en cualquier otra relación interpersonal, ya sea que 
el agresor comparta o haya compartido el mismo domicilio que la mujer, y que comprende, entre otros, 
violación, maltrato y abuso sexual; 
que tenga lugar en la comunidad y sea perpetrada por cualquier persona y que comprende, entre otros, 
violación, abuso sexual, tortura, trata de personas, prostitución forzada, secuestro y acoso sexual en el lugar de 
trabajo, así como en instituciones educativas, establecimientos de salud o cualquier otro lugar, y 




Toda mujer tiene derecho a una vida libre de violencia, tanto en el ámbito público como en el privado. 
Artículo 4 
Toda mujer tiene derecho al reconocimiento, goce, ejercicio y protección de todos los derechos humanos y a las 
libertades consagradas por los instrumentos regionales e internacionales sobre derechos humanos. Estos 
derechos comprenden, entre otros: 
el derecho a que se respete su vida; 
el derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral; 
el derecho a la libertad y a la seguridad personales; 
el derecho a no ser sometida a torturas; 
el derecho a que se respete la dignidad inherente a su persona y que se proteja a su familia; 
el derecho a igualdad de protección ante la ley y de la ley; 
el derecho a un recurso sencillo y rápido ante los tribunales competentes, que la ampare contra actos que 
violen sus derechos; 
el derecho a libertad de asociación; 
el derecho a la libertad de profesar la religión y las creencias propias dentro de la ley, y 
el derecho a tener igualdad de acceso a las funciones públicas de su país y a participar en los asuntos 
públicos, incluyendo la toma de decisiones. 
Artículo 5 
Toda mujer podrá ejercer libre y plenamente sus derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales y 
contará con la total protección de esos derechos consagrados en los instrumentos regionales e internacionales 
sobre derechos humanos. Los Estados Partes reconocen que la violencia contra la mujer impide y anula el 
ejercicio de esos derechos. 
Artículo 6 
El derecho de toda mujer a una vida libre de violencia incluye, entre otros: 
el derecho de la mujer a ser libre de toda forma de discriminación, y 
el derecho de la mujer a ser valorada y educada libre de patrones estereotipados de comportamiento y 
prácticas sociales y culturales basadas en conceptos de inferioridad o subordinación. 
CAPITULO III 
DEBERES DE LOS ESTADOS 
Artículo 7 
Los Estados Partes condenan todas las formas de violencia contra la mujer y convienen en adoptar, por todos los 
medios apropiados y sin dilaciones, políticas orientadas a prevenir, sancionar y erradicar dicha violencia y en 
llevar a cabo lo siguiente: 
abstenerse de cualquier acción o práctica de violencia contra la mujer y velar por que las autoridades, sus 
funcionarios, personal y agentes e instituciones se comporten de conformidad con esta obligación; 
actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia contra la mujer; 
incluir en su legislación interna normas penales, civiles y administrativas, así como las de otra naturaleza que 
sean necesarias para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer y adoptar las medidas 
administrativas apropiadas que sean del caso; 
adoptar medidas jurídicas para conminar al agresor a abstenerse de hostigar, intimidar, amenazar, dañar o 
poner en peligro la vida de la mujer de cualquier forma que atente contra su integridad o perjudique su 
propiedad; 
tomar todas las medidas apropiadas, incluyendo medidas de tipo legislativo, para modificar o abolir leyes y 
reglamentos vigentes, o para modificar prácticas jurídicas o consuetudinarias que respalden la persistencia o la 
tolerancia de la violencia contra la mujer; 
establecer procedimientos legales justos y eficaces para la mujer que haya sido sometida a violencia, que 
incluyan, entre otros, medidas de protección, un juicio oportuno y el acceso efectivo a tales procedimientos; 
establecer los mecanismos judiciales y administrativos necesarios para asegurar que la mujer objeto de 
violencia tenga acceso efectivo a resarcimiento, reparación del daño u otros medios de compensación justos y 
eficaces, y 
adoptar las disposiciones legislativas o de otra índole que sean necesarias para hacer efectiva esta 
Convención. 
Artículo 8 
Los Estados Partes convienen en adoptar, en forma progresiva, medidas específicas, inclusive programas para: 
fomentar el conocimiento y la observancia del derecho de la mujer a una vida libre de violencia, y el derecho 
de la mujer a que se respeten y protejan sus derechos humanos; 
modificar los patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres, incluyendo el diseño de programas 
de educación formales y no formales apropiados a todo nivel del proceso educativo, para contrarrestar prejuicios 
y costumbres y todo otro tipo de prácticas que se basen en la premisa de la inferioridad o superioridad de 
cualquiera de los géneros o en los papeles estereotipados para el hombre y la mujer que legitimizan o exacerban 
la violencia contra la mujer; 
fomentar la educación y capacitación del personal en la administración de justicia, policial y demás 
funcionarios encargados de la aplicación de la ley, así como del personal a cuyo cargo esté la aplicación de las 
políticas de prevención, sanción y eliminación de la violencia contra la mujer; 
suministrar los servicios especializados apropiados para la atención necesaria a la mujer objeto de violencia, 
por medio de entidades de los sectores público y privado, inclusive refugios, servicios de orientación para toda la 
familia, cuando sea del caso, y cuidado y custodia de los menores afectados; 
fomentar y apoyar programas de educación gubernamentales y del sector privado destinados a concientizar al 
público sobre los problemas relacionados con la violencia contra la mujer, los recursos legales y la reparación 
que corresponda; 
ofrecer a la mujer objeto de violencia acceso a programas eficaces de rehabilitación y capacitación que le 
permitan participar plenamente en la vida pública, privada y social; 
alentar a los medios de comunicación a elaborar directrices adecuadas de difusión que contribuyan a erradicar 
la violencia contra la mujer en todas sus formas y a realzar el respeto a la dignidad de la mujer; 
garantizar la investigación y recopilación de estadísticas y demás información pertinente sobre las causas, 
consecuencias y frecuencia de la violencia contra la mujer, con el fin de evaluar la eficacia de las medidas para 
prevenir, sancionar y eliminar la violencia contra la mujer y de formular y aplicar los cambios que sean 
necesarios, y 
promover la cooperación internacional para el intercambio de ideas y experiencias y la ejecución de programas 
encaminados a proteger a la mujer objeto de violencia. 
Artículo 9 
Para la adopción de las medidas a que se refiere este capítulo, los Estados Partes tendrán especialmente en 
cuenta la situación de vulnerabilidad a la violencia que pueda sufrir la mujer en razón, entre otras, de su raza o 
de su condición étnica, de migrante, refugiada o desplazada. En igual sentido se considerará a la mujer que es 
objeto de violencia cuando está embarazada, es discapacitada, menor de edad, anciana, o está en situación 
socioeconómica desfavorable o afectada por situaciones de conflictos armados o de privación de su libertad. 
CAPITULO IV 
MECANISMOS INTERAMERICANOS DE PROTECCION 
Artículo 10 
Con el propósito de proteger el derecho de la mujer a una vida libre de violencia, en los informes nacionales a la 
Comisión Interamericana de Mujeres, los Estados Partes deberán incluir información sobre las medidas 
adoptadas para prevenir y erradicar la violencia contra la mujer, para asistir a la mujer afectada por la violencia, 
así como sobre las dificultades que observen en la aplicación de las mismas y los factores que contribuyan a la 
violencia contra la mujer. 
Artículo 11 
Los Estados Partes en esta Convención y la Comisión Interamericana de Mujeres, podrán requerir a la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos opinión consultiva sobre la interpretación de esta Convención. 
Artículo 12 
Cualquier persona o grupo de personas, o entidad no gubernamental legalmente reconocida en uno o más 
Estados miembros de la Organización, puede presentar a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
peticiones que contengan denuncias o quejas de violación del artículo 7 de la presente Convención por un 
Estado Parte, y la Comisión las considerará de acuerdo con las normas y los requisitos de procedimiento para la 
presentación y consideración de peticiones estipulados en la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 




Nada de lo dispuesto en la presente Convención podrá ser interpretado como restricción o limitación a la 
legislación interna de los Estados Partes que prevea iguales o mayores protecciones y garantías de los derechos 
de la mujer y salvaguardias adecuadas para prevenir y erradicar la violencia contra la mujer. 
Artículo 14 
Nada de lo dispuesto en la presente Convención podrá ser interpretado como restricción o limitación a la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos o a otras convenciones internacionales sobre la materia que 
prevean iguales o mayores protecciones relacionadas con este tema. 
Artículo 15 
La presente Convención está abierta a la firma de todos los Estados miembros de la Organización de los Estados 
Americanos. 
Artículo 16 
La presente Convención está sujeta a ratificación. Los instrumentos de ratificación se depositarán en la 
Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos. 
Artículo 17 
La presente Convención queda abierta a la adhesión de cualquier otro Estado. Los instrumentos de adhesión se 
depositarán en la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos. 
Artículo 18 
Los Estados podrán formular reservas a la presente Convención al momento de aprobarla, firmarla, ratificarla o 
adherir a ella, siempre que: 
no sean incompatibles con el objeto y propósito de la Convención; 
no sean de carácter general y versen sobre una o más disposiciones específicas. 
Artículo 19 
Cualquier Estado Parte puede someter a la Asamblea General, por conducto de la Comisión Interamericana de 
Mujeres, una propuesta de emnienda a esta Convención. 
Las enmiendas entrarán en vigor para los Estados ratificantes de las mismas en la fecha en que dos tercios de 
los Estados Partes hayan depositado el respectivo instrumento de ratificación. En cuanto al resto de los Estados 
Partes, entrarán en vigor en la fecha en que depositen sus respectivos instrumentos de ratificación. 
Artículo 20 
Los Estados Partes que tengan dos o más unidades territoriales en las que rijan distintos sistemas jurídicos 
relacionados con cuestiones tratadas en la presente Convención podrán declarar, en el momento de la firma, 
ratificación o adhesión, que la Convención se aplicará a todas sus unidades territoriales o solamente a una o más 
de ellas. 
Tales declaraciones podrán ser modificadas en cualquier momento mediante declaraciones ulteriores, que 
especificarán expresamente la o las unidades territoriales a las que se aplicará la presente Convención. Dichas 
declaraciones ulteriores se transmitirán a la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos y 
surtirán efecto treinta días después de recibidas. 
Artículo 21 
La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que se haya depositado el 
segundo instrumento de ratificación. Para cada Estado que ratifique o adhiera a la Convención después de haber 
sido depositado el segundo instrumento de ratificación, entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en 
que tal Estado haya depositado su instrumento de ratificación o adhesión. 
Artículo 22 
El Secretario General informará a todos los Estados miembros de la Organización de los Estados Americanos de 
la entrada en vigor de la Convención. 
Artículo 23 
El Secretario General de la Organización de los Estados Americanos presentará un informe anual a los Estados 
miembros de la Organización sobre el estado de esta Convención, inclusive sobre las firmas, depósitos de 
instrumentos de ratificación, adhesión o declaraciones, así como las reservas que hubieren presentado los 
Estados Partes y, en su caso, el informe sobre las mismas. 
Artículo 24 
La presente Convención regirá indefinidamente, pero cualquiera de los Estados Partes podrá denunciarla 
mediante el depósito de un instrumento con ese fin en la Secretaría General de la Organización de los Estados 
Americanos. Un año después a partir de la fecha del depósito del instrumento de denuncia, la Convención cesará 
en sus efectos para el Estado denunciante, quedando subsistente para los demás Estados Partes. 
Artículo 25 
El instrumento original de la presente Convención, cuyos textos en español, francés, inglés y portugués son 
igualmente auténticos, será depositado en la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos, 
la que enviará copia certificada de su texto para su registro y publicación a la Secretaría de las Naciones Unidas, 
de conformidad con el artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas. 
EN FE DE LO CUAL, los plenipotenciarios infrascritos, debidamente autorizados por sus respectivos gobiernos, 
firman el presente Convenio, que se llamará Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y erradicar la 
Violencia contra la Mujer "Convención de Belem do Pará". 
HECHA EN LA CIUDAD DE BELEM DO PARA, BRASIL, el nueve de junio de mil novecientos noventa y cuatro. 
